
EL ABOGADO EN EL PROCESO Y LA ARGUMENTACIÓN 
EN LOS INFORMES JURÍDICOS DEL XVIII

Carlos TORMO CAMALLONGA

El propósito de este estudio es doble. Por una parte, presentar una aproxima-
ción a la estructura y el desarrollo del juicio civil ordinario, especialmente en su
tramitación ante la Real Audiencia de Valencia en grado de apelación, y desde la
perspectiva de la actuación del abogado; y por otra parte, detenerme en las alega-
ciones jurídicas presentadas ante la misma audiencia, para analizar sucintamente
el modo en que los letrados argumentaban y defendían sus posiciones. En todo
momento el análisis y la investigación se ha realizado desde un punto de vista
esencialmente archivístico, centrándonos en las últimas décadas del siglo XVIII1. 

I. EL PLEITO

Poderes del procurador. Bastanteo 

Cuando hablamos del otorgamiento de poder que aparece al principio de
todo pleito —o, mejor, de su legajo— hacemos referencia tan solo a su copia, ya
que el original queda en manos del escribano ante el que se ha otorgado, y rara-
mente se presenta ante el tribunal. De ser así, con la súplica de devolución, en
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1 Tanto en el análisis de los pleitos como de las alegaciones me he ceñido solo a aquellos casos que
versan sobre el tema de herencias y sucesiones. Con ello he pretendido una mayor claridad expo-
sitiva y una mayor homogeneidad en las conclusiones. 
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cuyo caso es el mismo escribano de la sala el que realiza la copia que se une al
legajo2. 

Casi siempre se trata de un poder general, otorgado para todos los pleitos y
causas, así civiles como criminales, empezadas o por empezar, y para actuar
tanto en calidad de demandante como de demandado. En este sentido vemos
cómo en la misma escritura de poder se relatan minuciosamente —aunque se
quiera a título de ejemplo—, todas las actuaciones para las que se faculta al pro-
curador3. No obstante, en medio de la tramitación de un pleito podemos encon-
trarnos con otro otorgamiento de poder que, siendo también general, se presen-
ta con el objetivo concreto de revocar los poderes otorgados al procurador que
ha actuado hasta ese momento, designándose en el mismo poder a los nuevos
procuradores4. 

Con mucha menor frecuencia nos encontramos con otorgamientos de poder
especial; casi siempre para la tramitación de los recursos y, sobre todo, para su
desistimiento, aunque también en ocasiones para solo constituirse en parte5. El
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2 Archivo del Reino de Valencia (en adelante, A.R.V.), Escribanías de Cámara, año 1790, núm. 33,
primer ramo, f. 33.

3 En concreto, podría tratarse de las siguientes facultades: «Comparezcan ante S.M. y señores de
su Real y Supremo Consejo, audiencias y demás tribunales, jueces y justicias [...] poner
demandas, defensas y alegaciones, saquen de poder de escribanos y demás personas escrituras,
testimonios y otros papeles, y los presenten donde convengan, o pongan excepciones, declinen
jurisdicción, pidan e imploren beneficios de restitución, presenten escritos, testigos y provan-
zas, tachen y contradigan las del contrario, recusen jueces, letrados, escribanos y otros que
convenga, expresen las causas de las recusaciones y se aparten de ellas, hagan y presenten
pedimentos, requerimientos y protestaciones, insten execuciones, prisiones, secuestros, embar-
gos, desembargos, soltieras, trances y remates de bienes, tomando la posesión y amparo de
ellos, pidan costas, las juren y cobren. Hagan y pidan se hagan por las contrarias juramentos
de calumnias desisorio, supletorio y otros que convengan, hagan autos y sentencias interlocu-
torias y difinitivas, consientan las favorables y de las adversas y perjudiciales apelen y supli-
quen, y sigan las apelaciones y suplicaciones hasta su fenecimiento o conclusión, ganen reales
despachos, baletos requisitorias y hagan intimar donde y a quien se dirigieren, y finalmente
hagan y practiquen todas quantas diligencias judiciales y extrajudiciales el otorgante haría y
hacer podría, siendo presente que el poder que se riquiere el mismo les da y confiere sin limi-
tación alguna.» A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 33, ramo primero, f. 1.

4 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 141, ramo segundo, f. 103. De los dos procuradores designa-
dos en un principio, se revoca expresamente solo al que de hecho venía actuando, y se designan
cuatro nuevos, dos de la Audiencia y dos de los tribunales inferiores de la ciudad.

5 J. FEBRERO, Librería de escribanos e instrucción jurídica theórico práctica de principiantes, Parte
Segunda, 3 vols., Madrid, 1786, III, p. 38, y L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos de Práctica Forense,
Valladolid, tercera edición, 1830, p. 55. Para la interposición del recurso de apelación véase
A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 2, ramo de apelación, f. 1. Para la interposición del recurso de
segunda suplicación véase año 1791, núm. 141, segundo ramo, f. 204. Para la renuncia a la ape-
lación véase año 1791, núm. 44, f. 39. Para la renuncia a la suplicación véase año 1790, núm.



procurador debe apelar la sentencia que fuera contraria a su parte, pero no ten-
drá obligación de seguirla a no ser que el poder sea, al menos, general. Si fuera
especial y no contemplase esta posibilidad, tan solo tendría la obligación de
comunicar a la parte la interposición del recurso6. Para la interposición y trami-
tación del recurso de suplicación no serán necesarios nuevos poderes, puesto que
el tribunal ante el que se interpone y se ventila la causa es la misma Audiencia.
Así es que, salvo mandato en contra del principal, actuará el mismo procurador
que en la apelación7. También podemos encontrar poderes especiales en otros
supuestos más específicos: para la práctica de la transacción y convenio extraju-
dicial con la otra parte, a fin de solicitar del tribunal su aprobación y, consi-
guientemente, la conclusión de los autos8; para la continuación y conclusión del
pleito tras la muerte del principal y en nombre de su sucesor9; o para la inter-
vención en el pleito no como parte principal, sino como interesado en alguno de
sus apartados. Es el caso de Blas Valor que, habiéndose constituido como fiador
de Nicolás Sempere para la interposición del remedio de segunda suplicación,
otorga poder especial en favor de un procurador para que solicitara la revocación
de la fianza y se le tuviera por libre de toda obligación que conllevara10. Incluso,
nos consta que algunos individuos otorgaban un poder general que, al mismo
tiempo, era especial para una actuación en concreto. Una especie de poder
«mixto». Así, José Honrrubia otorgó su 

...poder general y bastante a Francisco Honrrubia, su hermano, para todos los
pleytos civiles y criminales, movidos y por mover, así demandando como
defendiendo, y particularmente para el que estoy siguiendo en esta villa sobre
[...] y asimismo se le doy para que pueda poner demanda sobre el mayoraz-
go...11. 
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117, ramo de sala, f. 121, o año 1792, núm. 25, segundo ramo, f. 207. No obstante, en el pleito
120 de este mismo año fue el mismo principal el que se separó de la suplicación, sin interven-
ción del procurador, y con la sola firma del abogado. Véase f. 106 del segundo legajo. Para la
constitución como parte, véase año 1792, núm. 52, f. 77.

6 J. SALA, Ilustración del Derecho Real de España, 2 vols., segunda edición, Madrid, 1820, II, pp.
170 y 231, y L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos de..., p. 127. 

7 Como excepción, en el pleito núm. 93, f. 99 de 1792, dictada sentencia de vista se reitera el poder
—de nuevo general— antes de presentar el escrito pidiendo su mejora en suplicación.

8 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 209, ramo segundo, ff. 59, 61 y 63.
9 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 141, ramo segundo, f. 86. En este caso el poder especial se

otorga en favor de solo el procurador que había actuado hasta ese momento, y no de los demás
que junto a él habían sido designados. 

10 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 141, ramo segundo, f. 246.
11 A.R.V., Escribanías..., 1792, núm. 52, f. 1. En los ff. 416 y 420 de este mismo pleito encontra-

mos otros dos supuestos más de poder «mixto». 



En cualquier caso, el poder se otorga ante testigos y estando ausentes los
procuradores. Así es porque se podía otorgar en cualquier población en favor de
los procuradores de la Audiencia, que en esos momentos se encontraban en la
capital. Aparece escrito a lo largo de tres o cuatro páginas, con una media de 60
a 90 líneas, si es general, y normalmente algo menos si es especial. 

El número de estos procuradores solía ser el de dos o tres para cada instan-
cia: juzgados ordinarios y Real Audiencia12. El poder se otorgaba a cada uno de
por sí y a todos ellos solidariamente. Cuando los poderes se otorgaban para
actuar en juzgados ordinarios, se hacía únicamente en favor de procuradores de
esta categoría, a no ser que esta primera instancia se desarrollara en juzgados de
la ciudad de Valencia, en cuyo caso también se designaban procuradores de la
Audiencia13. Cuando la causa llegaba a la Audiencia en apelación, se designaban
con las mismas facultades nuevos procuradores, o bien solo para la Audiencia 
—que es lo más habitual—, o bien además para los juzgados ordinarios de la
ciudad de Valencia, aunque la causa se hubiera conocido en primera instancia
fuera de la capital. Raramente se vuelven a designar en esta segunda instancia
procuradores de los juzgados ordinarios de la población de procedencia, y de
hacerlo suelen ser los mismos que allí actuaron14. Incluso, en algún pleito nos
podemos encontrar, al mismo tiempo, con otorgamiento de poder para los juz-
gados ordinarios, para la Audiencia y para la Corte15. Aunque las dos partes
nunca son representadas por el mismo procurador, lo normal es que entre los
designados por ambas alguno de ellos lo sea de las dos16. 
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12 E. PASTOR ALBEROLA, Historia de los Procuradores de los Tribunales de Valencia y de su Ilustre
Colegio, Valencia, 1985, pp. 80-89. Sobre la libertad de accionar por sí mismo, supresión del
número determinado de procuradores de los colegios y libertad de ejercicio, y sobre la libertad
de todo litigante de elegir procurador, véase la orden de 26 de junio de 1821, restauradora del
artículo 4 del decreto de 13 de septiembre de 1813. Colección de los decretos y órdenes de las
cortes ordinarias, VII, pp. 200-201. 

13 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 45, ramo primero, f. 21.
14 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 7, ramo segundo, f. 1. Se trata de procuradores numerarios del

juzgado ordinario de San Felipe. O año 1792, núm. 54, tercer legajo, sobre procuradores nume-
rarios de los juzgados ordinarios de Alzira.

15 A.R.V., Escribanías..., 1792, núm. 93, ff. 1, 89 y 99. En el primer folio a los apoderados en
Madrid se les designa con el nombre de «procuradores de los Reales Consejos en la Villa y Corte
de Madrid». En los otros dos folios son nombrados como «pasantes de leyes». 

16 Caso de Salvador Pallarés, A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 2, ramo segundo, ff. 1 y 18. En el
pleito núm. 25 del año 1794, en su tramitación en sala, una parte designó como procuradores de
la Audiencia a José Vallés, Manuel Escolano, Luis Fita y Raimundo Sanchis, y de los juzgados
ordinarios a Juan Bautista Lázaro, José Romero y Blas Lucas. La otra parte designó para la
Audiencia a Francisco Teodoro Botella y Luis Fita, y para los juzgados ordinarios a Juan Bautista
Lázaro y a Blas Lucas.



Los procuradores de la Audiencia aparecen siempre designados como «del
número», mientras que los procuradores de los juzgados ordinarios tan solo
esporádicamente. En ocasiones, incluso, estos últimos aparecen designados por
su oficio; labrador, maestro sangrante, jornalero..., sin hacer referencia alguna al
término procurador. 

Junto con la entrega de la copia del poder, el procurador presentaba ante el
tribunal un escrito —breve, máximo una página—, solicitando se le tuviera por
parte y se le comunicaran todas las diligencias. Si bien, este escrito con esta
única finalidad únicamente lo podía presentar la parte demandada, puesto que el
demandante o recurrente incluía esta petición dentro del suplico de la demanda,
o de cualquier otra primera pretensión que presentaba. El escrito de presentación
se reiteraba cuando, mediando procedimiento, era otro de los procuradores
designados el que iba a continuar la tramitación de los asuntos17.

En cuanto al bastanteo —declaración de un abogado sobre la suficiencia del
poder general o especial otorgado—, siempre aparece en el ramo de la Sala, pero
no en los juzgados inferiores18. Se concreta con la firma de un abogado con su
primer apellido en el margen izquierdo de la copia del poder, precedida de la
palabra «bastante» o «bastante para pleitos». Este abogado será el que presenta-
rá el primer o los primeros escritos. El bastanteo aparece también en la copia que
presenta el procurador renunciando y delegando su oficio y todas sus causas en
favor de otro, que no tendrá por qué ser uno de los designados en el otorgamiento
inicial, y que repetirá el escrito de presentación19. El procurador, por su parte,
siempre firmará en el margen derecho de todos los escritos que presente en
representación de su principal. 

Todo lo que hemos dicho hasta ahora viene referido al poder otorgado al
procurador. Pero en un pleito de 1792, sobre la sucesión de un mayorazgo,
encontramos tres otorgamientos un tanto diferentes, en cuanto que el abogado
interviene de una forma singular. En el primer otorgamiento el principal, al lle-
gar supuestamente a la mayoría de edad, confirma el poder no solo del procura-
dor, sino también del abogado que hasta ese momento se había ocupado del pro-
ceso. Ambos habían sido designados por su madre en su momento, como tutora
y curadora. En el segundo otorgamiento, el nuevo principal reiteraba todo su
poder especial y general al mismo abogado, pero a ningún procurador. Y en el
tercero, era este abogado el que nombraba a los procuradores para que le susti-
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17 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 33, ramo seg., f. 224, ó 1792, núm. 54, tercer leg., f. 45.
18 Tan solo esporádicamente encontramos el bastanteo en primera instancia, al parecer si se trami-

taba el pleito en algún juzgado de la ciudad de Valencia, A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 45,
ramo primero, f. 21.

19 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 33, ramo segundo, ff. 230 y 231.



tuyeran en los poderes que le había otorgado el principal, entre los cuales se
encontraba la facultad de poderlos delegar. En el primer y tercer caso, además,
la copia de la escritura aparecía bastanteada por el mismo abogado al que se le
reafirmaba en el poder20. Dicho queda como muestra de la compleja relación que
en el pleito mantenían entre sí el procurador y el abogado

Abogados 

Su firma aparecerá siempre al final de casi todos los escritos que presenta
el procurador, en su parte izquierda. Y digo casi todos porque hay algunos en los
que nunca, o raramente, aparece. Según Gómez y Negro:

Los procuradores no pueden hacer por sí más que unos pedimentos que se lla-
man de cajón, es decir, los pequeños, como para acusar rebeldías, pedir pro-
rogaciones, dar relaciones por concertadas y otros semejantes; fuera de éstos
todos los demás deben estar firmados por los abogados.
Solo, pues, los abogados tienen facultad para patrocinar a las partes expo-
niendo a los jueces sus derechos y defensas21. 

De un examen de los pleitos se puede advertir una serie de pautas comunes
sobre esta práctica. Por lo general, los abogados no firman los escritos en que se
solicita el cumplimiento de algún término por la parte contraria, tras su incum-
plimiento22. Esto se convierte en norma casi absoluta cuando se insta del tribu-
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20 A.R.V., Escribanías..., 1792, núm. 52, ff. 204, 362 y 364, respectivamente. El caso es como sigue:
Águeda Rodríguez, como tutora y curadora de su hijo Galcerán Pérez, había otorgado desde
Guadix poder especial en favor de Tomás Ródenas de Ayora, el cual, en virtud de la facultad de
sustitución que le había sido otorgada, designó como procurador en la Real Audiencia a José
Vallés, interviniendo como letrado Francisco de Paula Soler. Al llegar Galcerán a la mayoría de
edad, fue cuando «otorga que da todo su poder cumplido, tan vastante y firme como para valer
en derecho se requiere y es necesario, a Dn. Francisco Soler, abogado de los Reales Consejos en
dicha ciudad de Valencia, y a Dn. Josef Ballés, Procurador en la misma y de dicha Real
Audiencia, a los dos juntos y a cada uno de por sí [...] en que se alle la referida demanda que
sigan y fenezcan por todos los trámites de derecho, asta que por sentencia difinitiva se declare
todo a su favor.» Posteriormente, al fallecer Galcerán, Águeda Rodríguez, como tutora y cura-
dora de su otro hijo Juan Pérez, nuevo sucesor en el mayorazgo, daría todo su poder a Francisco
de Paula Soler «especial para el pleito pendiente en ella [Audiencia] a instancia de dicho Dn.
Galcerán, defunto y general para que en él y en los demás que ocurran en dicha ciudad ayude y
defienda al citado Dn. Juan». Finalmente, Francisco de Paula —abogado— designaría como pro-
curador, entre otros, al que venía llevando el caso hasta el momento, José Vallés.

21 L. GÓMEZ y NEGRO, Elementos de..., pp. 56 y 57. 
22 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 6, segundo ramo, ff. 14, 15, 16, 17 ó 19. Como excepción, 

f. 34 de la apelación del pleito núm. 3 del mismo año. 



nal que se la requiera para que restituya los autos, por haber pasado el término
que se le concedió para su consulta. Se trata de una práctica abundantísima en
todos los pleitos. Seguramente por ello es un escrito breve, conciso y casi siem-
pre idéntico23. Tampoco suelen firmar los escritos en que se pide la ampliación
del término probatorio y la publicación de probanzas24. Sin embargo, sí suelen
firmar el escrito en que se pide una ampliación del término concedido para la
presentación de cualquier escrito, o para la consulta de los autos25. Aún así lo fir-
mará solo el procurador, lógicamente, cuando dicha ampliación se solicita por la
ausencia del abogado. Como vemos, se trata de normas de observancia más o
menos generalizada, pero en ningún caso categóricas. 

En otro orden de cosas, es interesante comprobar cómo a lo largo del mismo
procedimiento raramente figura un único abogado para cada parte. En principio,
es diferente el abogado de la primera instancia al de la segunda cuando aquélla
se celebra fuera de la capital. Ello es debido a la conocida exigencia de colegia-
ción cuando se pleiteaba en la Audiencia o juzgados dependientes de la ciudad
de Valencia26. Pero si durante la tramitación de la causa en primera instancia ya
es habitual el cambio de letrado, este cambio resulta mucho más frecuente den-
tro de la misma Audiencia, tanto en apelación como en suplicación, sin que se
produzca necesariamente cuando se pasa de instancia. De esta forma, unos letra-
dos continúan la tarea de otros o bien se van alternando en la misma causa.
También es habitual que dentro de las muchas peticiones firmadas por un mismo
abogado se intercale una sola firmada por otro, y que puede ser o no de conteni-
do meramente procedimental. Varias son las interpretaciones que podríamos dar
a esta práctica, pero ninguna de ellas, vaya por delante, la explicaría en su tota-
lidad. Lo más probable es que se trate de una combinación de todas ellas, sin que
podamos considerar el fallecimiento del letrado o el paso del tiempo más que
como una causa meramente accidental. Es posible que estos abogados trabajaran
conjuntamente. Tal vez compartían despacho. Sin embargo, no he podido distin-
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23 Por ejemplo «Salvador Pallarés, en nombre de Francisca Carbonell y otros con Lázaro Carbonell,
ante V. Exa. parezco, y como mejor proceda digo: Que los tiene Manuel Escolano y es pasado el
término. Suplico a V. Exa. mande se le apremie a su restitución. Que así es justicia.» Pero aun en
este supuesto nos podemos encontrar con excepciones, es decir, casos en los que aparece la firma
del abogado: véase año 1791, núm. 44, ff. 17, 19 ó 23. 

24 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 117, ramo segundo, ff. 52, 53, 58 y 59. Pero también encon-
tramos excepciones; véase pleito núm. 45 de 1791, ff. 166 y 168 del primer ramo, y 128 del
segundo, en donde el abogado sí firma la publicación de probanzas.

25 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 45, ramo segundo, ff. 51 y 57. O núm. 210, segundo legajo, f.
181. Excepción sería el f. 24 del núm. 44 del mismo año. 

26 C. TORMO CAMALLONGA, El Colegio de Abogados de Valencia. Del Antiguo Régimen al
Liberalismo, tesis doctoral inédita, Universitat de València, 1998. 



guir todavía —si es que existe—, alguna práctica común sobre quiénes firman
unos pedimentos y quiénes otros, o si existía un abogado principal al que con-
trataban las partes y para el que trabajaban los demás abogados de su despacho.
Tan solo queda claro que el letrado que practica el bastanteo es casi siempre el
que suele firmar el primer escrito: demanda, recurso o, simplemente, persona-
ción. 

En muchos escritos nos encontramos con la expresión «abogado director»,
en alguno incluso «patrono». El estudio de estos pleitos me lleva a la conclusión
de que, en la mayoría de las ocasiones, se trata de una mera denominación for-
mal sin ningún significado distinto al de simple abogado. Al menos en estos
momentos. Esto se observa claramente al aparecer esta expresión en pleitos
defendidos por un solo letrado27, o cuando en la tasación de las costas del pleito,
y en el apartado del «abogado director», se incluyen los pedimentos firmados
por todos los abogados que han intervenido, sin distinción entre ellos28. En la
tasación de otros pleitos, bajo el nombre de un abogado que aparece como direc-
tor se incluyen tanto las peticiones firmadas por él como las firmadas por sus
colegas29. 

Tal vez fueran los procuradores los que designaran al abogado o abogados
entre los que usualmente trabajaban para ellos. Hay que tener en cuenta que las
partes podían residir en poblaciones muy alejadas de la capital, en donde, por
exigencias del Colegio, debían tener despacho los abogados que ejercían en la
Audiencia. De esta manera, difícilmente podrían conocer a quienes les iban a
defender. Pero, por el mismo motivo, lo que es seguro es que las partes tampo-
co conocían a los procuradores, con lo que éstos serían designados seguramente
por el escribano. Además, y según esta interpretación, el cambio de procurador
conllevaría al mismo tiempo un cambio de letrado, y en la práctica no siempre
ocurría así30. 
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27 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 6, f. 31v, ó 1792, núm. 25, f. 213.
28 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 141, segundo legajo, f. 256v, ó 1792, núm. 52, f. 496v.
29 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 3, f. 87 del tercer leg.; o núm. 28 del año siguiente, segundo

leg., f. 80v.
30 En el pleito 141 de 1791 vemos cómo la destitución del procurador y el nombramiento de uno

nuevo lleva aparejado el cambio de abogado. Sin embargo, en los pleitos 10 y 54 del año siguien-
te se designa un nuevo procurador, por fallecimiento del anterior, sin cambio de letrado. En el
núm. 10 —f. 46— es interesante ver cómo es la parte contraria la que pone en conocimiento del
tribunal dicho fallecimiento, solicitando del tribunal que se entiendan las notificaciones y dili-
gencias con otro procurador de los nombrados en la escritura de poder, y que la misma parte con-
traria señala. Lo que se hace saber al principal, que designa a otros procuradores distintos.
Posteriormente, el nuevo procurador, por marcharse a la corte, delega sus poderes en otros seis.
A su regreso vuelve a asumir la representación.



Podría ser también que los litigantes confiaran directamente su causa a
varios abogados conjuntamente, o a unos a continuación de otros. Esta explica-
ción podría ser la más convincente en un principio, si no fuera porque comparte
el mismo inconveniente que el aludido en el punto anterior. De hecho, no he
encontrado ninguna relación entre la procedencia de los principales y la de los
abogados que los defienden en la Audiencia. 

En juntas del Colegio de Abogados de Valencia se vieron algunas disposi-
ciones del Real Acuerdo que confirman como causa de esta diversidad de firmas
la combinación de las posibilidades expuestas. Por decreto de 19 de octubre de
1818, el Acuerdo mandaba al Colegio que los abogados no firmaran unos por
otros, para así evitar la duplicidad de derechos. En el informe que le remitió
como contestación, la Junta manifestaba que 

... sin embargo, podrá merecer la consideración de V. E. en este punto el buen
concepto y honor de varios abogados de este Colegio, quienes tienen en su
estudio o despacho discípulos u otros abogados incorporados, los cuales por
indisposición, encargo u ausencia de aquéllos trabajan y firman los pedimen-
tos, y en estos casos positivamente notorios parece que no deba entenderse la
prohibición, pues se reputa una misma firma31. 

Otro decreto de 24 de mayo de 1819, además de recordar a los abogados la
prohibición de no firmar unos por otros, mandaba a los procuradores de la
Audiencia y juzgados inferiores que no variaran de letrado en la dirección de los
pleitos sin orden expresa de los principales, ni pasaran los procesos a otro estu-
dio sino al del abogado que suscribía los escritos. Y todo ello bajo la multa de
50 libras32. Berní y Catalá aconsejaba al abogado que fuera él mismo el que, a su
vez, recomendara procurador a su parte. Pero 

Si la parte antes de consultar con el abogado huviesse hecho elección de pro-
curador, no teniendo éste las buenas calidades referidas le aconsejará su revo-
cación, porque ay procuradores que no queriendo el abogado alegar su anto-
jo, o hacen ellos los pedimentos o buscan otro abogado que les siga; lo que es
notable perjuizio para los litigantes, pues el processo pierde mucho de que a
cada pedimento entre su nuevo abogado, y el mayor sentimiento en los malos
procuradores (digo aquellos que no son del número) es que dexan passar el
término de prueva y demás legales y notificaciones importantes, y sin dar
cuenta al abogado se están quedos en sus casas y a vezes fingiéndose enfer-
mos para dissimulo de la maldad33.
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31 Archivo del Ilustre Colegio de Abogados de Valencia (en adelante, A.I.C.A.V.), libro 5, junta de
5 de noviembre de 1818, p. 285. 

32 A.I.C.A.V., libro 6, junta de 5 de junio de 1819, p. 1v. 
33 J. BERNÍ y CATALÁ, El Abogado instruido..., p. 12. 



A continuación voy a exponer, a título de ejemplo, algunos casos que refle-
jan claramente en qué medida varios letrados defienden una misma causa:

En un pleito tramitado en 1791 en primera instancia en los juzgados ordi-
narios de Valencia, sobre nulidad de testamento, tanto demandante como deman-
dado solo se valieron de un solo abogado —Antonio Urgelles y José Beneyto,
respectivamente—. Ya en sala, en grado de apelación, el recurrente se valió de
Antonio Urgelles y después de José Gregorio Genovés, mientras que el recurri-
do continuó con José Beneyto. Y en grado de suplicación el recurrente se valió
únicamente de José Gregorio Genovés, mientras que el recurrido de José
Beneyto, de Pedro Quegles, de nuevo de José Beneyto y de Joaquín Mascarós,
por este orden, para finalizar, de nuevo, con José Beneyto34. 

En la primera instancia de otro pleito empezado a tramitar en Castellón de
la Plana el año anterior, sobre restitución de bienes extraídos del inventario, el
demandante nombró a un solo abogado —Vicente Vilar— y el demandado a dos
—Vicente Rocafort y José Cases—. En apelación, el recurrente se valió de
nuevo de José Cases, por estar colegiado, con escritos intercalados firmados por
Martín Chicano y por José Peris. Mientras, el recurrido fue defendido primero
por Lorenzo Martínez, después por Vicente Alfonso y, finalmente y de nuevo,
por Lorenzo Martínez35. 

Otro caso es la apelación de un pleito del mismo 1790, esta vez sobre la
validez de una donación, tramitado en primera instancia en la población de
Quatretonda. El recurrente se sirvió de dos abogados indistintamente —Antonio
Casanovas y Ramón Sánchiz—, y el recurrido de cuatro —Francisco de Paula
Nebot, Antonio Gregorio Nogués, Manuel Bernardo Clemente, de nuevo
Antonio Gregorio Nogués, y finalmente Gabriel Montaner36. 

La mayoría de los restantes pleitos que he estudiado presentan una situa-
ción semejante, aunque no todos ellos se refieren a herencias o sucesiones37. 
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34 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 45. 
35 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 117.
36 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 3.
37 La intervención de los abogados en los restantes pleitos que he visto sería la siguiente:

Año 1790: En el pleito núm. 2, en grado de apelación sobre sucesión de un mayorazgo, podemos
encontrar tres partes, una defendida por un solo abogado, Francisco de Paula Soler; otra por dos,
Pedro Aparici Ortiz y Manuel Pro, y la otra por tres, por orden de aparición, Francisco Vilatela,
Agustín Borrás y Bartolomé Martínez Zamorano. En grado de suplicación siguen apareciendo,
por una parte, Francisco de Paula Soler, por la otra, Manuel Pro, y por la otra Agustín Borrás. En
el pleito núm. 4, y en apelación sobre posible incumplimiento de promesa de matrimonio, ambas
partes se sirven de un mismo abogado, Francisco de Paula Soler y Manuel Antonio Almela. Si
bien, la parte de este último se vale de otro, Andrés Corones, para solicitar al final certificación
de la sentencia definitiva. En el pleito núm. 6, también en apelación y sobre reintegro de ciertos
pedazos de tierra, hay un solo abogado por cada parte, Cristóbal Ojalde y Gabriel Pelechá. En el



Escritos de las partes 

Podemos distinguir tres partes en todo escrito presentado por los procura-
dores: la identificación del pleito, el digo y el suplico. 
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pleito núm. 7 se presentan tres partes en apelación sobre delimitación de cierta senda. Una defen-
dida únicamente por Pablo Font. La otra por Joaquín Fuertes y Vicente Armengol. Y la otra, por
orden de aparición, por José Povo Buzarán, José Clara y March (antes Salelles y Molina), de
nuevo José Povo Buzarán, para después volver a aparecer José Clara y March, y, finalmente,
Bernardo Sulroca. En suplicación, una parte es defendida por Pablo Font y la otra por Bernardo
Sulroca. En el brevísimo pleito núm. 22, caso de corte y sobre sucesión de vínculo, por una parte
interviene Lorenzo Martínez y por la otra Fernández Blasco. En el pleito núm. 33, en primera ins-
tancia y en Tibi, sobre nulidad de testamento, intervienen dos partes, una defendida por Joaquín
Soler Pérez y Assiaín y José Bernabeu y Cortés, y la otra por Tadeo Rico. En apelación, esta últi-
ma parte será defendida por Andrés Blat, y aquélla por Martínez —que solo bastanteará— y
Gabriel Montaner. En suplicación, la primera continuará con Andrés Blat y la segunda —que es
la que presenta el recurso— será defendida por Bartolomé Martínez Zamorano. En el pleito
núm. 99, extenso caso de corte sobre pertenencia de la baronía de Benifalim, encontramos tres
partes. Una defendida por Matías Perelló, Vicente Albors, y de nuevo Matías Perelló. La segun-
da, y por orden de aparición, por Cristóbal Tarazona, José Campos, Matías Pérez Cordovés,
Vicente Ximénez, de nuevo Matías Pérez Cordovés, Cristóbal Tarazona, Matías Pérez Cordobés
y Vicente Ximénez. Y en la tercera encontramos a cinco abogados, Tomás Bernardo Soriano,
Pascual Cardona, Juan Bautista Alberola Sala, Joaquín Monserrat Barberá y José González. En
el pleito núm. 195, y en primera instancia en Gandía, sobre nulidad de disposición testamentaria
y codicilar, una parte está defendida por Rafael Estevan y la otra por —sin estar demasiado
claro— José García, Francisco Cebrián y José Just y Fuster. En apelación, esta última —el cabil-
do— tiene como abogado a Manuel Pro, y la otra parte a Cristóbal Ojalde. En el pleito núm. 209,
en primera instancia en Xixona, y sobre los bienes recayentes en una herencia, los abogados de
una parte son José Bernabeu y Cortés, Francisco Ignacio Soler y Francisco Miralles. Los de la
otra José Francisco Pérez, Juan Bautista Carbonell, Antonio González Torrosella, Simón
González Guzmán y, de nuevo, Antonio González Torrosella. En apelación, la primera parte se
valdrá de José Ferrando y de Pedro Aparici y Ortiz, y la segunda de Antonio Casanovas. Otro
abogado, Vicente Irúnzum, firmará una escritura de transacción y convenio entre ambas partes,
y bastanteará poderes para acordar este convenio. En el cortísimo pleito núm. 227, sobre suce-
sión de vínculo, en que por rebeldía de una parte solo interviene la otra, ésta es defendida por un
solo abogado: Cristóbal Ojalde.
Año 1791: En el pleito núm. 28, y en apelación sobre concurso de acreedores de una herencia,
una parte se valió de Matías Perelló y la otra de Francisco de Paula Soler, Mariano Gascó, de
nuevo Francisco de Paula Soler, Mariano Gascó y Francisco de Paula Soler. En el pleito núm. 44,
en apelación sobre nulidad de testamento, una parte se defenderá por José Pascual Valentí y
Pedro Aparici y Ortiz (que solo se encarga de tramitar la renuncia al recurso), y la otra por Tomás
Luis Espí. En el pleito núm. 141, caso de corte y al parecer sobre sucesión de vínculo (segundo
legajo), el demandante de vale de Antonio Casanovas, Antonio Guerau, Vicente Ballester, de
nuevo de Antonio Guerau, Vicente Ballester y de Vicente Alfonso. El demandado se vale de
Cristóbal Ojalde, después de Félix Fermín Calatayud, de nuevo Ojalde, Calatayud y Ojalde. En
grado de suplicación, y en los trámites de interposición del recurso de segunda suplicación, el
recurrente en las dos ocasiones (anteriormente demandante) se sigue valiendo de Vicente
Alfonso, y el recurrido de Cristóbal Ojalde. En el pleito núm. 210, sobre variación de testamen-



En la primera parte —que no suele ocupar más que unas pocas líneas—, se
trata de situar al juzgado o tribunal en el pleito, de individualizarlo. Se sigue casi
siempre el mismo orden: identificación del procurador que presenta el escrito y
de su representado, de la parte contraria y su procurador, y, finalmente, del obje-
to de los autos. 

En el digo se expresa el motivo del escrito, haciendo además un repaso a lo
actuado hasta el momento y una exposición de los hechos en los que se basará
la súplica. Es, con mucho, la parte más extensa de las tres y en ella se entrevé, o
incluso se expresa claramente —que es lo más habitual—, la petición que se va
a introducir. Por lo tanto, se suele dividir a su vez en dos apartados: en el pri-
mero se expone la actuación o decisión que se pretende del tribunal, y en el
segundo se pretende justificar dicha actuación o decisión a través de los argu-
mentos y antecedentes de hecho oportunos. Es también usual que en el primero
de estos dos apartados, y antes de introducir la petición, la parte que presenta el
escrito se remita en bloque a la pretensión y fundamentos alegados en los escri-
tos anteriores —especialmente demanda o apelación, así como sus contestacio-
nes—, y que identifica por el número de hoja en que se encuentran en el ramo.
Se trata de insistir y recordar la pretensión inicial y principal a lo largo de todos
los escritos.
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to, una parte es defendida durante todo el proceso por Joaquín Boíl, mientras la otra por Joaquín
Aparici y Bas, en grado de apelación, y por José Ribera Gilabert, Juan Bautista Ferrando, José
Ferrando y Pedro Aparici y Ortiz, en grado de suplicación. En el corto pleito núm. 253, sobre
sucesión de vínculo, hay solo un abogado por cada parte, José Ribera y Manuel Morató.
Año 1792: En el pleito núm. 10, caso de corte sobre nulidad de testamento, tanto en primera ins-
tancia como en segunda, cada parte tiene un solo abogado, Francisco Pallarés y Juan Andrés
Ibáñez. En el pleito núm. 25, en primera instancia en Monóvar, y también sobre nulidad de tes-
tamento, el demandante es defendido por Jaime Botella, y el demandado por Vicente de Cañas.
En apelación, aquél tiene por abogado a Gabriel Montaner, y éste a Juan Bautista Alberola y Sala.
En el pleito núm. 52, y en primera instancia en la Audiencia sobre mayorazgo, una parte es defen-
dida por Cristóbal Ojalde, y la otra por Francisco de Paula Soler y José Beneito. En suplicación,
el recurrente sigue con Cristóbal Ojalde, para después valerse de José Antonio Sombiela, mien-
tras que el recurrido se vale de José Beneito y de Francisco de Paula Isnart. En el pleito núm. 54,
y en grado de apelación sobre facción de inventario, una parte se vale de los abogados José
Pascual Valentí y Pablo Font, y la otra de Pascual Cardona. En el pleito núm. 93, caso de corte
sobre nulidad de testamento, una parte es defendida por Mariano Ballester, tanto en primera ins-
tancia como en suplicación. La otra parte es defendida por Manuel Antonio Almela, en primera
instancia, y por Antonio Llorente en suplicación, como parte recurrida. Finalmente, en el pleito
núm. 120, en el juzgado de Benigánim sobre sucesión a una herencia, una parte es defendida por
José Juan y Pla y Juan Francisco Baldoví de Laviña, para después volver a ser defendido por Juan
y Pla y Baldoví de Laviña. La otra parte es defendida por Pascual Joaquín Navarro, José Torres,
de nuevo Navarro, y, por último, Antonio Fuster Piquer. En apelación, aquella parte fue defendi-
da por José Pajarón, y ésta por Juan Bautista Marau y Manuel Cortés Sans. 



Por último, en el suplico se pide muy brevemente una determinada actua-
ción de la justicia. En la mayoría de las ocasiones ni siquiera se hace manifesta-
ción expresa de lo que se pide, sino que se insta al tribunal a que actúe de acuerdo
con lo expuesto en los párrafos anteriores. A este suplico se le suele acompañar
algún otrosí, solicitando el recibimiento del pleito a prueba, comisión a otro juz-
gado, conclusión para definitiva, etc., aunque estas peticiones también pueden
constituirse en el motivo central de otro escrito. 

De todo escrito presentado se da traslado a la parte contraria por medio de
auto, para que alegue lo que estime oportuno, proceda con el siguiente paso, o
para su simple conocimiento. El traslado se practicaría en estrados si se consti-
tuyese la parte en rebeldía. 

Veamos a continuación cuáles son los escritos más importantes que presen-
tan las partes:

Demanda y contestación

La demanda es el escrito en el que el actor o demandante expone ante el juez
todo lo que pretende en juicio38. En la contestación el demandado responde a la
petición del actor. Tanto en uno como en otro escrito aparecen relatados, tal y
como los entienden las respectivas partes, todos los hechos que han originado la
contienda, y en los que basan sus alegaciones y defensas. En el caso de la contes-
tación, estos argumentos van destinados a contradecir los hechos y razonamientos
del demandante. Muy esporádicamente se hace referencia, en éstos o en cuales-
quiera otros escritos del pleito, a fundamento de Derecho, a disposición jurídica
individualizada. Por contra, toda pretensión se intenta apoyar en los mismos ante-
cedentes de hecho o, en ocasiones, en principios jurídicos generales. En los más
de veinte pleitos vistos no encontramos alusión a ley alguna. La fundamentación
jurídica, como veremos, es más propia de los informes o alegaciones jurídicas. 

Tanto la demanda como la contestación son escritos por lo general extensos
—de cuatro a diez páginas, es decir, de unas 80 a 200 líneas—, en donde el supli-
co en ocasiones reviste una importancia más destacada que en otros escritos, en
cuanto que sienta claramente la pretensión y las actuaciones que se pretenden del
tribunal. Por lo mismo, su extensión es más larga que en otros escritos —en los
mismos supuestos, de unas 10 a 35 líneas39. 

1091

EL ABOGADO EN EL PROCESO Y  LA ARGUMENTACIÓN EN LOS INFORMES JURÍDICOS DEL XVIII

38 J. FEBRERO, Librería de..., pp. 39, 53 y 125-126; J. SALA, Ilustración del..., pp. 184 y 191, y 
L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos de..., pp. 75 y 83. 

39 Estos dos escritos se presentan, salvo excepciones, en los juzgados ordinarios o inferiores. En el
pleito núm. 33 del año 1790, la contestación se presentó ante la Audiencia ya que, como conse-
cuencia de artículo previo interpuesto por uno de los demandados, el alcalde mayor de Tibi decla-
ró la contienda ser privilegio de caso de corte. En este supuesto no se repitió la demanda ante la



Audiencia, puesto que la justicia de Tibi remitió a la Sala, a requerimiento de ésta, los autos ori-
ginales.

40 J. SALA, Ilustración del..., pp. 288-289, y L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos de..., p. 85.
41 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 45, ramo primero. 
42 En el pleito núm. 45 del año 1791 la demanda tenía 178 líneas en 8 páginas, y la réplica 181 lí -

neas en el mismo número de páginas. Folios 16 y 31 del primer ramo.
43 J. FERRERO, Librería de..., p. 230. 

Réplica y Contrarréplica

Se trata de dos escritos con los que queda fijado definitivamente el estado
de la contienda, aunque no necesariamente se presentan en todos los juicios40.
Incluso, en algunos solo se introduce el escrito de réplica41. En este escrito de
réplica o replicación, el actor procura satisfacer las razones de defensa que se le
opusieron en la contestación, al tiempo que se ratifica e insiste en las razones que
expuso en la demanda. Lo propio, y con respecto a la réplica, manifiesta el
demandado en su escrito de contrarréplica, también llamado súplica o duplica-
ción. Al igual que en cualquier otro escrito, aquí las partes tampoco basan sus
pretensiones en precepto jurídico alguno. 

La extensión de estos dos escritos suele ser similar a la de la demanda y
contestación, y nada impide que sea superior42.

Recibimiento del pleito a prueba

Por lo general, esta petición se presenta en un otrosí del escrito de réplica o
contrarréplica o, en su caso, de la demanda o contestación. Se puede haber intro-
ducido en éstos e insistido en aquéllos. También puede introducirse mediante un
escrito con este único motivo. En este caso se trata de un escrito breve, una pági-
na de poco más de 10 líneas. Raramente se abre el juicio a prueba de oficio. Tras
el auto en que se admite el recibimiento del pleito a prueba, se solicita la prácti-
ca de las pruebas pertinentes, siendo la testifical la más propuesta, por cuanto
que se le da mayor importancia43.

Publicación de probanzas

Finalizado el término de prueba, tanto en primera instancia como en apela-
ción y suplicación —si ha habido práctica de pruebas—, pueden las partes pedir
que los ramos de éstas se unan a los autos principales y se les pasen por su orden,
primero al actor y después al reo. Con estos traslados se persigue que los liti-
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gantes «puedan ver recíprocamente todo lo que han justificado con testigos, ins-
trumentos y demás medios de que se han valido, y en vista de ello aleguen lo
conducente a su defensa»44. Se trata de un escrito breve, presentado con este
único motivo, de una página con 12 ó 13 líneas45. 

Alegación de bien probado y conclusión para definitiva

Tras la ilustración por los litigantes del resultado de las pruebas, cada parte
podrá presentar hasta dos escritos en concepto de alegación de bien probado, con
efecto de instrucción legal para el juez46. Lo normal es que este trámite se cum-
pla por el orden de presentación de la demanda y su contestación. Muchas veces
solo se presenta un escrito y, de presentarse el segundo, lo presenta la parte que
primero alegó, limitándose a ratificarse en el escrito anterior, sin embargo de lo
alegado por la contraria y, en ocasiones también, a concluir para sentencia47. 

Se trata de que cada parte demuestre la veracidad de los hechos que ha ale-
gado, así como su comunicación con las peticiones introducidas a lo largo de los
escritos anteriores. Por ello se convierte en un escrito largo, normalmente el más
largo de todo el procedimiento, en el que se narra amplia y detalladamente, y
desde el punto de vista de la parte en cuestión, todo lo actuado desde el inicio
del pleito, defendiéndose los propios postulados y atacando los contrarios, e
intentando fundamentar todas estas posiciones mediante el resultado de las prue-
bas. A título de ejemplo, en un pleito sobre nulidad de testamento del año 1790,
la demanda y la contestación tenían 118 y 70 líneas, respectivamente, mientras
que las alegaciones de bien probado tenían 115 y 99 líneas en grado de apela-
ción. En suplicación la alegación del recurrente tenía 75 y 198 líneas, en dos
escritos, y la del recurrido 259. En los dos recursos el recurrente es el deman-
dante48. En otro pleito de 1791, también sobre nulidad de testamento, la deman-
da tiene 178 líneas y la contestación 107, mientras que las alegaciones de bien
probado 614 y 167, en dos escritos, y 523 líneas, respectivamente. En este
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44 J. FEBRERO, Librería de..., pp. 229-230. También L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos de..., p. 120.
45 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 33, ff. 91 y 92 del ramo de apelación. O en el mismo año y

ramo, pleito núm. 117, f. 58.
46 J. FEBRERO, Librería de..., pp. 230-231 y 246; J. SALA, Ilustración del..., p. 290, y L. GÓMEZ Y

NEGRO, Elementos de..., p. 120.
47 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 3, ramo de apelación, f. 79, o núm. 33 del mismo año y ramo,

f. 209.
48 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 33, f. 12 del primer legajo, y ff. 34, 202, 205, 248, 250 y 259

del segundo. En este caso no existen alegaciones de bien probado en primera instancia por tra-
tarse de un caso de corte, J. FEBRERO, Librería de..., p. 45.



mismo pleito en grado de suplicación la extensión de los escritos llega a ser de
297 líneas para el recurrente y de 1.005 para el recurrido49.

Con el escrito de conclusión para definitiva las partes manifiestan al juez
que no les queda nada más que justificar ni alegar en autos, solicitándole que los
declare conclusos. Esta petición en pocas ocasiones se constituye en escrito al
efecto, sino que lo normal es que se introduzca en otro por medio de un otrosí.
Y este otro escrito normalmente es el de alegación de bien probado. De esta
forma, y aunque se trate de dos trámites diferentes, generalmente los encontra-
remos juntos en el mismo escrito. Sin embargo, en algunas ocasiones y en grado
de apelación o suplicación, las partes no solicitan el recibimiento del pleito a
prueba, con lo que en el primer escrito ya puede concluir50.

Pero lo bien cierto es que es la misma parte que concluye en primer lugar
—y que puede ser o no la primera que presenta la alegación de bien probado—,
la que solicita que se dé traslado de este trámite a la otra para que haga lo pro-
pio dentro de tercer día, siendo ésta la que, de adherirse a la conclusión, solici-
tará que pasen los autos al relator para que recaiga sentencia51. De no adherirse,
la parte que haya concluido se ratificará en su conclusión y será la que solicite
que pasen los autos al relator52.

Escritos de apelación y suplicación 53

La segunda instancia se inicia con la mejora de la sentencia en apelación. Se
trata de la personación ante la Audiencia de la parte que se cree perjudicada por la
resolución recaída en primera instancia. Con esta personación el apelante entrega
testimonio, librado por el escribano del juez inferior, de la demanda y en su caso
reconvención, contestación, sentencia, interposición de la apelación y del auto de
su admisión54. Es muy frecuente que, posteriormente y a petición normalmente del
recurrente, la sala ordene al juzgado la remisión de todos los autos originales55.
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49 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 45, ff. 16, 28, 212, 227 y 238 del primer ramo, y 175 y 183
del segundo.

50 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 117, ff. 20 y 25 del ramo de sala. José Febrero dice que «sien-
do dos [partes] solas las que litigan y concluyendo la una, se ha el pleito por concluso legítima-
mente y no se debe dar traslado de la conclusión a la otra, como en el fuero eclesiástico se prac-
tica, sino únicamente hacérsele saber para que le conste que ya está concluso y no para otro efec-
to». Véase en Librería de..., p. 246. Véase también J. SALA, Ilustración del..., p. 290.

51 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 209, f. 52 del segundo legajo, y núm. 2 del mismo año, ff. 44,
57 y 60, así como 66, 73 y 82, en apelación y suplicación.

52 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 7, f. 515 del segundo ramo, y núm. 117 del mismo año, f. 114
del ramo de sala.

53 J. SALA, Ilustración del..., pp. 171, 231 y 238, y L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos..., pp. 130-134. 
54 A.R.V., Escribanías..., 1790, núms. 2, 4, 6 y 7, f. 3 del ramo de apelación de cada número. 
55 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 2, f. 11 del ramo de apelación.



El recurso de apelación, por lo tanto, se interpone ante el juez ordinario que
ha dictado la sentencia y por el mismo procurador que ha actuado hasta este
momento. Se trata de un escrito breve —el de la interposición de la apelación—,
de unas dos páginas con 20 ó 30 líneas, en el que se suplica la admisión del
recurso, en uno o ambos efectos, así como el libramiento del correspondiente
testimonio de mejora. Tan solo se dice que la sentencia es gravosa para la parte,
sin concretar en ningún caso en qué sentido o medida56.

Junto con el testimonio de mejora y la copia de la escritura de poder, el pro-
curador del recurrente presenta escrito en la sala solicitando se le tenga por parte,
se le siga considerando como pobre, en su caso, y se emplace a la contraria. En
este mismo escrito o, normalmente en otro posterior, es cuando solicita que se
revoque la sentencia del inferior, ratificándose en los escritos presentados en pri-
mera instancia, que identifica por el número en que aparecen en autos. Además,
puede aportar nuevas argumentaciones deducidas de los resultados de las prue-
bas si, a su entender, no fueron tenidos en cuenta en la resolución. En esto últi-
mo apenas se incide si se insta de nuevo la apertura del pleito a prueba. En este
caso la extensión del escrito será mucho menor. Normalmente de 30 a 40 líneas
frente a las 100 ó 200 en el primer supuesto. La otra parte se limitará a suplicar
que se desestime el recurso, se confirme la sentencia inferior y, en ocasiones, a
pedir que no haya recibimiento de prueba. También puede ratificarse en sus razo-
namientos y remitirse a sus escritos anteriores, por lo que se tratará de un escri-
to de extensión muy variable57. Si no hay prueba, ambas partes pueden concluir
para definitiva ya en este primer escrito. 

Para la suplicación el recurrente también presentará dos escritos: la súplica
general, en la que manifiesta que la sentencia de vista le es perjudicial y solici-
ta su mejora; y la súplica especial, en la que expone los motivos concretos, así
como las reformas o enmiendas que espera de la sentencia de revista. Citada la
parte recurrida, el procedimiento se desarrollará como en la instancia de vista. Si
bien, lo normal es que sea mucho más breve, ya que lo que el recurrente suele
pretender es solo una reinterpretación de los hechos o del resultado de las prue-
bas. Aun así, también se puede abrir nueva práctica de prueba, ciñéndose ésta
por lo general a puntos más concretos58. También se suelen producir la renuncia
y el allanamiento con mayor frecuencia que en apelación59.
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56 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 117, f. 25v; y 1791, núm. 45, f. 244.
57 El recurso del pleito núm. 2 del año 1790 (f. 23) consta de 102 líneas, el del pleito núm. 117 del

mismo año (f. 20) de 193 líneas, y el del núm. 45 del año siguiente (f. 22) de 30. Las contesta-
ciones constan de 502 (f. 44), 158 (f. 25) y 73 líneas (f. 23), respectivamente.

58 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 2, ff. 155 ss. del tercer ramo. La suplicación del pleito núm.
45 del año 1791 es bastante extensa. Si la apelación se desarrolla a lo largo de 47 folios, la supli-
cación contiene más de 160.

59 A.R.V., Escribanías..., 1790, núms. 7 y 117, ff. 524 y 121, respectivamente. 



Recurso o remedio de segunda suplicación

Se trata, según Gómez Negro, de una revisión del proceso que concede el
monarca en aquellas causas en que no cabe otro remedio contra el supuesto agra-
vio ocasionado en segunda instancia60. El conocimiento de este recurso compete
al Supremo Consejo, por lo que la Audiencia se limitará a su admisión o inad-
misión61.

Tasación de costas 

La tasación de las costas del pleito se practicaba normalmente al final del
procedimiento, aunque también es usual que aparezca a lo largo de su tramita-
ción: al final de una instancia, por la designación de un nuevo procurador... Así
es que perfectamente podemos encontrarnos con varias tasaciones en un mismo
proceso62. La petición de tasación la puede presentar el abogado o el procurador
para que su principal, haya obtenido resolución judicial satisfactoria o no, abone
las costas de las que tiene que hacerse cargo. También la puede presentar la pro-
pia parte cuando quiere conocer los gastos ocasionados hasta el momento, su
débito, o que la otra parte, cuya pretensión ha sido finalmente desestimada, se
haga cargo de ellos. 

Las partidas que podemos encontrar en cualquier tasación son, por orden en
que aparecen, las siguientes: honorarios del abogado, del escribano de cámara,
del relator y del procurador; derechos por el repartimiento de los autos; honora-
rios del portero de cámara y de los escribanos de otros juzgados; derechos de
registro y sello de las reales provisiones; y derechos de tasación. En las partidas
de los abogados, escribanos y procuradores, las cantidades aparecen individua-
lizadas para cada pedimento o diligencia firmada junto con el papel utilizado. Y
al final aparece la suma de todas. 

Con respecto a los abogados, si bien es cierto que no se conocen tablas
sobre sus honorarios —aranceles—, no lo es menos que las leyes continuamen-
te establecían límites a la libre contratación, intentando evitar cantidades exce-
sivamente onerosas para los clientes63. En todo caso, esta libertad de contratación
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60 L. GÓMEZ Y NEGRO, Elementos de..., p. 134.
61 A.R.V., Escribanías..., 1791, núm. 141, ff. 204 ss.
62 A.R.V., Escribanías..., 1790, núm. 117, ó 1791, núm. 141.
63 P. ALONSO ROMERO y C. GARRIGA ACOSTA, «El régimen jurídico de la abogacía en Castilla (siglos

XIII-XVIII)», Recueils de la société Jean Bodin pour l´histoire comparative des institutions,
LXV, L´assistance dans la résolution des conflicts, Quatrième partie, L´Europe Médiévale et
Moderne (1998), 51-114, pp. 88 ss. 



estaría condicionada por la práctica y costumbre del lugar, y por el tipo de nego-
cio y la fama del letrado. Además, todo abogado estaba obligado a informar a las
partes sobre sus salarios antes de iniciar el pleito64. Aunque la legislación caste-
llana es variada en este asunto, en todo momento estuvieron prohibidos los pac-
tos de quota litis y de pro victoria, es decir, sobre cierta parte del objeto de la
contienda o de su valor, y sobre una cantidad determinada en relación con la
resolución favorable, si se dictara65. Si en unas ocasiones los aranceles de los
letrados los determinaba el tasador del tribunal, en otras ocasiones el juez auto-
rizaba, a petición del abogado, que la tasación se practicara por otro abogado con
la posterior aprobación judicial. 

Según manifestaciones de José Berní y Catalá y de la Junta del Colegio de
Abogados de Valencia, debía evitarse que la tasación se llevara a efecto por el
número de hojas de los escritos, de ahí que la Junta propusiera que se practicara
por abogados designados por el mismo Colegio y sin coste para los litigantes.
Por lo que he podido observar en los pleitos estudiados, a finales del XVIII pare-
ce que la tasación ya no tenía en cuenta la extensión de los escritos. Para Berní,
«tassa el Juez de la Causa LL. 11. y 12. tit. 16. lib. 2. Rec., sin que los Tassadores
tengan que ver en estas costas, pues sería abuso reprehensible que un Tassador
lego midiesse los trabajos Jurídicos»66. Las Ordenanzas de Medina del Campo de
1489 —integradas en las citadas leyes de la Nueva Recopilación—, confirma-
ban que en los honorarios de los abogados y procuradores «no se puede poner
tassa cierta», si bien, al finalizar el pleito el juez se informaría de lo que hubie-
ran pagado las partes y, considerada la calidad de la causa y de las personas, con-
firmaría las cantidades u ordenaría devolver los excesos. 

De todas las partidas, la del abogado suele ser la más importante. Según
Nueva Recopilación, este salario no podía exceder para los letrados del Consejo,
su corte y chancillerías, la veinteava parte de lo que valía el objeto del pleito, ni
ser superior a treinta mil maravedís67. Para los demás letrados, sus salarios no po -
dían ser superiores a la mitad de los referidos. Este salario debía ser tasado y
contado según la cuantía contenida en la sentencia en que la parte era condena-
da o absuelta, sin entrar en la condenación de las costas. En los pleitos que he
visto, suponen aproximadamente un tercio de las costas68.
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64 Nueva Recopilación 2, 16, 7. 
65 Sobre el pacto quota litis véase Partidas 3, 6, 14. El Fuero Real (1, 9, 1) establecía como límite a

la retribución del abogado la veinteava parte de la demanda. Véanse estas disposiciones en Los
códigos españoles..., III, p. 87, y I, p. 356, respectivamente. Sobre el pacto pro victoria véase
Nueva Recopilación 2, 16, 8. 

66 J. BERNÍ y CATALÁ, Resumen de los privilegios..., privilegio XXVIII, p. 61. A.I.C.A.V., junta de
20 de julio de 1762, libro 4, pp. 17v-21v.

67 Nueva Recopilación 2, 16, leyes 18 y 19. 
68 Como los 493 reales y 16 maravedís sobre 1.748 reales y 30 maravedís en el pleito núm. 3 del

año 1790, o los 210,21 de los 695,20 del pleito núm. 6 del mismo año, los 488,8 de los 1.468,11



En definitiva, a finales del XVIII los honorarios de los abogados se some -
tían al convenio que éstos pactaban con las partes y, solo en su defecto o si lo
reclaman las propias partes, al «Tasador o al Colegio de Abogados, o lo regulan
los mismos Jueces en los casos graves»69. 

II. LAS ALEGACIONES JURÍDICAS

Hasta la finalización del pleito, y según Nueva Recopilación 2, 16, 4, ni los abo-
gados ni los procuradores podían alegar en Derecho por escrito, sino solo en hechos;
una vez conclusos los pleitos, y antes de la sentencia, podrían alegar en Derecho, de
palabra o por escrito70. La razón de esta prohibición, según la misma ley, era clara:
evitar el alargamiento abusivo de los pleitos, con el consiguiente aumento de los cos-
tes71. Así, al menos, lo permitía y justificaba el principio iuris novit curia. Aun así, las
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del pleito núm. 28 de 1791, los 335,2 de los 1.018.29 del pleito núm. 10 de 1792, o los 737,10
de los 2.301,5 del pleito núm. 25 también de 1792. 

69 A. J. PÉREZ y LÓPEZ, Teatro de la legislación universal de España e Indias, 28 vols., Madrid,
1791-98, I, p. 29. 

70 «Pero tenemos por bien, que ambas las partes no puedan dar más de sendos escritos de alega-
ciones de derecho; y si fuere pedido, sean puestos en fin del dicho pleyto: pero por esto no nega-
mos a las partes, ni a sus Procuradores y Abogados, que todo tiempo que quisieren, informen al
Juez por palabra, alegando todos aquellos Derechos que entendieren que les cumple [...] y que
los escritos que en los pleytos se presentaren vengan firmados de letrado conoscido.» Esta dis-
posición, copia literal de Ordenanzas Reales de Castilla 2, 19, 11, se remite también a Fuero Real
1, 9, 5 y Partidas 3, 6, 7, en donde básicamente se arguye sobre la obligación de los abogados de
razonar depié. Véase C. TORMO CAMALLONGA, «El Derecho en las alegaciones jurídicas del siglo
XVIII», Saitabi, 50 (2000), pp. 277-317; y «El fin del Ivs commune: las alegaciones jurídicas en
el juicio civil de la primera mitad del XIX», Anuario de Historia del Derecho Español, LXXI
(2001), pp. 473-500.

71 «Porque algunos Abogados y Procuradores por malicia y por alongar los pleytos y llevar mayo-
res salarios de las partes, hacen muchos escritos luengos, en que no dicen cosa de nuevo, salvo
replicar por menudo dos o tres y quatro y aun seis veces lo que han dicho y está puesto en el pro-
ceso, y aun disputan alegando leyes y decretales, y Partidas y fueros porque los procesos se hagan
luengos, y que no se puedan tan aina librar, y ellos hayan mayores salarios, y todo lo que hacen
es escribir en los procesos do tan solamente se puede poner simplemente el hecho de que nasce
el derecho». José Febrero dice que el juez puede «repelerle» —la demanda— si introdujere citas
de leyes y autores, además de la pena de 600 maravedís que recae sobre el abogado. Véase en
Librería de escribanos..., III, p. 68. Por su parte, F. A. de Elizondo decía que, «deben los Letrados
proponer en sus escritos la dificultad y estado de sus causas, breve y metódicamente, sin citas de
leyes o Autores, [...] no hablando hasta que el Relator concluya el hecho, en cuyo caso lo debe-
rá hacer cada uno por su parte, sin oirse a dos sobre un mismo punto [...] pidan licencia para escri-
bir en derecho, quando el pleyto no sea recomendable por su gravedad y dificultad, pues todas
estas instancias retrasan la expedición de los negocios, con dispendio de los ciudadanos»; véase
en Práctica universal forense de los tribunales de España y de las Índias, 8 vols., Madrid, 1783-
1791, IV, p. 67-68. 



argumentaciones jurídicas tenían que hacerse presentes en el pleito como mejor
forma de reconocer a las partes su derecho a la defensa judicial. 

Ya hemos visto que las partes, tras la ilustración del resultado de las prue-
bas, presentaban los alegatos de bien probado y concluían para definitiva. A con-
tinuación se les citaba para la vista. En esta comparecencia, las partes, por sí o a
través de sus abogados, informarían verbalmente al juez, por última vez, sobre
los hechos y, tal vez por primera y única vez posible, sobre leyes, fueros o doc-
trina. La vista o informe verbal podría sustituirse o completarse por los informes
jurídicos escritos. Ahora bien, estos informes jurídicos solamente se presentarí-
an en apelación y posteriores instancias, pues, en principio y como norma gene-
ral, las alegaciones jurídicas no aparecen en los juzgados inferiores72. Autores
como Berní y Catalá o Juan Francisco de Castro destacan el carácter accesorio
de las alegaciones respecto del informe verbal73.
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72 En pocas ocasiones se alegarían leyes o doctrinas en los juzgados ordinarios, puesto que en ellos
no solía intervenir abogado. Véase R. L. DE DOU Y DE BASSOLS, Instituciones del Derecho Público
General de España, con noticia del particular de Cataluña, y de las principales reglas de gobier-
no en cualquier estado, 8 vols., Madrid, 1800-1803, VI, p. 167; y M. FERNÁNDEZ DE AYALA

AULESTIA, Práctica y formulario de la Real Chancillería de Valladolid, Zaragoza, 1733, libro I,
cap. XVII, p. 27. En el memorial Trinitatis, atque Deiparae Virginis Desertorum Matris.
A legación jurídica por Martín Camps, ciudadano, con Luis Prat. Sobre la pertinencia y dominio
de los bienes y herencia intestada de Vicente Prat, ciudadano, Biblioteca Universitaria de
Valencia (en adelante B.U.V.), R-2/361, núm. 29, p. 3, pár. 1, aparecen las siguientes palabra:
«De esta sentencia apeló Camps en lo perjudicial, admitiéndola en lo favorable, como también
Prat; y por las partes se ha alegado y concluydo para sentencia; y vista la causa, por lo que de
ella resulta...».

73 Según J. BERNÍ Y CATALÁ, en El abogado instruido en la práctica civil de España, Valencia, 1763,
pp. 7-8: «Se resuelve que passe un abogado a informar verbalmente al juez, y va allá cargado de
textos del Derecho Común, y tal vez en materia que está decidida en contrario en las reales leyes
de Castilla, que son las primeras que principalmente deven atenderse en España. Si el juez no se
da por entendido, quiero decir, si el abogado conoce que no se le han assentado bien las doctri-
nas al juez (pues éste no puede decir si el abobado da o no en el blanco), entonces forma un
memorial en Derecho, probando con el más la paciencia del ministro o ministros en leerle que el
derecho que defiende. De esta suerte queda satisfecha la parte, y bien pagado el abogado». Según
J. F. DE CASTRO, en Discursos críticos sobre las leyes y sus intérpretes, en que se demuestra la
incertidumbre de éstos y la necesidad de un nuevo y metódico cuerpo de Derecho para la recta
administración de justicia, 3 vols., Madrid, 1765-1770, II, pp. 19-20: «Estos dos modos de escri-
bir se repuntan, y con razón, los más perniciosos, pues aunque muchos consejos sean los más sin-
ceros y muchas alegaciones sean del todo bien fundadas, no puede negarse que hay una gran mul-
titud de estos escritos en que más se descubre el ingenio del escritor, que la solidez de los fun-
damentos que usa, y es intolerable que los discursos animados de una larga remuneración o impe-
lidos de otra pasión particular, sirvan para formar decisiones justas. Aunque, como dexo dicho,
no sea aplicable esta proposición a todos los escritos de este orden, siempre se debe vivir con pre-
caución en su lectura». 



Así pues, las alegaciones jurídicas comparten con los alegatos de bien pro-
bado el propósito de concluir la tramitación del procedimiento. Pero ninguno de
ambos trámites será sustancial del pleito, sino que estarán a expensas de que las
partes los consideren oportunos. De los alegatos se dará traslado a la parte con-
traria, junto con los autos, mientras que de las alegaciones no, «excepto que se
pongan con los autos, como deben ponerse al fin de ellos, si se pide, porque en
este caso, y no en otro, se hacen comunes y corresponden al proceso»74. En el
Consejo, serían sus jueces los que decidirían, «si quisieren», trasladar las infor-
maciones a la parte contraria75. Por lo demás, son trámites bien diferentes, tanto
en su forma como, y sobre todo, en su contenido; si los alegados se referían
exclusivamente a razonamientos fácticos, las alegaciones, después de un breve
resumen de los hechos, se presentan con un discurso pretendida y esencialmen-
te jurídico. 

Diligencia distinta es el apuntamiento o memorial ajustado a los autos, pre-
vio a las alegaciones jurídicas. Se trata de un trámite del que la ley y la doctrina
todavía se ocupan menos que de los alegatos y de las alegaciones76. Concluso el
pleito en los tribunales colegiados, la sala remite los autos al relator para que ela-
bore un extracto metódico de todo lo esencial del pleito, ya que los magistrados
no veían el proceso77. En el día o días señalados para la vista, el relator exponía
el apuntamiento, y sobre él los abogados y procuradores informarían y aclararían
verbalmente lo que tuvieren por oportuno. Se entiende que respecto a derecho y
hechos, respectivamente. Si bien el procurador siempre asiste a la vista, el abo-
gado no, sin que de la consulta de pleitos haya observado regla a seguir en este
punto78. No obstante la vista, y a instancia de parte, el apuntamiento se pasaría
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74 J. FEBRERO, Librería..., edición de 1819, IV, p. 303, y el CONDE DE LA CAÑADA, Instituciones prác-
ticas de los juicios civiles, así ordinarios como extraordinarios, en todos sus trámites, según que
se empiezan, continúan y acaban en los tribunales reales, 2 vols., segunda edición, Madrid, 1794,
I, p. 180. 

75 Según auto de 27 de abril de 1613. Véase en J. Berní y Catalá, Jesús, María y Joseph. Jurídico
informe por doña María Urrea y de Burgos, viuda, por Thomás Aguilar, Antonio Lorente y por
Juan Francisco Audivert y compañía, contra Antonio Pasqual Moyá, corredor y mercader. Sobre
la nulidad de la cessión de bienes de dicho Moyá, A.I.C.A.V., I-2743, núm. 8, p. 3. 

76 Parca es la Nueva Recopilación 2, 5, 29: «... y que si más se quisieren informar [los oidores], lo
puedan hazer por las relaciones que son concertadas de las partes y sus abogados; y cada una de
las partes pueda, si quisiere, dar un breve memorial de las cláusulas de las escrituras y artículos
de provanças...». 

77 Según Nueva Recopilación 2, 17, 3, estamos hablando de que la sentencia a recaer fuera para
definitiva y con ocasión de demanda superior a cinco mil maravedís, pues de ser inferior solo se
presentaría el apuntamiento por escrito si así lo ordenase el juez. Y si la sentencia que hubiera de
dictarse fuera interlocutoria, el apuntamiento sería verbal.

78 A.R.V., Real Audiencia. Escribanías de Cámara. Como excepción, en el pleito núm. 50 del año
1820, solo acude un procurador a la vista, y en dos ocasiones (pp. 73v y 78v). En este pleito los
abogados acuden a la vista cuando ésta se celebra en discordia (p. 74), lo que parece habitual. 



previamente a los abogados para que lo comparasen con los autos y, llegado el
día que se fije para el cotejo, convinieran en una redacción única. Esta redacción
sería la base fáctica sobre la que finalmente resolvería el tribunal. En Nueva
Recopilación 2, 17, 3, el traslado a las partes parece imperativo. En el caso de la
Audiencia de Valencia, de los apuntamientos consultados se extrae la práctica
general, de que por auto de la sala o del Real Acuerdo se ordenaba imprimirlos,
así como que se concertaran previamente por los abogados, con citación de los
procuradores. La firma de todos ellos y, primeramente, la del relator —en oca-
siones también la del escribano de cámara—, aparecían en la última hoja del
apuntamiento79.

El apuntamiento y los alegatos de bien probado tienen de común que rela-
cionan solo los hechos, sin alusión a precepto jurídico alguno, lo que es más evi-
dente, incluso, en el apuntamiento. La diferencia básica reside en que éste es
redactado por el relator y ofrecido a los magistrados, a modo de resumen impar-
cial de los autos que aligera a aquéllos de trabajo en el estudio del pleito, mien-
tras que los alegatos son redactados por las partes atendiendo solo a los propios
intereses. Es para evitar una redacción partidista del apuntamiento por el relator,
por lo que se ofrece a las partes la posibilidad de que, conjuntamente y con él,
llegasen a una redacción concertada. Además, se supone que así resultaría mejor
perfeccionado. 

En la vista, o después de ella, las partes pueden pedir, y la sala puede conce-
der permiso, para que aquéllas escriban en derecho por medio de las alegaciones,
que se tendrían que entregar a los jueces dentro de los treinta días siguientes a la
vista en la audiencia y dentro de los dos meses en el Consejo, para que se votara
el pleito en otros tres o dos meses, respectivamente80. El resumen de hechos que
conforma la primera parte de las alegaciones jurídicas tendría que resultar, en
principio, un extracto del apuntamiento, de ahí el interés del tribunal en que las
partes llegasen a una redacción convenida. Sin embargo, esto es algo excepcional
en el XVIII. Tal vez el apuntamiento va dirigido al tribunal, con lo que la mayoría
de los abogados preferiría remitirse a los autos del proceso, buscando una inter-
pretación de los hechos más favorable81. En definitiva, el apuntamiento, presente
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79 A.I.C.A.V., I-2762, núms. 3, 4, 5 y 9; I-2763, núms. 3, 4, 8 y 9, o I-2764, núms. 1 y 3. Lo nor-
mal también será que aparezcan las firmas de todos ellos en el verso de la portada, aunque aquí
suele omitirse la de los abogados. En la chancillería de Granada eran los relatores los que seña-
laban los días y horas en que las partes habían de acudir a sus domicilios para redactar el memo-
rial; F. A. DE ELIZONDO, Práctica universal..., IV, p. 286.

80 Nueva Recopilación 2, 4, 34 y 2, 5, 29. 
81 Es muy poco habitual que la alegación omita la parte de los hechos y se remita en bloque al

memorial ajustado. Véase B.U.V., Varios 240, núm. 12, de 1746, y R-2/360, núm. 22, de 1748.
Es algo más propio de las adiciones, que después veremos. Véase también F. A. DE ELIZONDO,
Práctica universal..., IV, pp. 68 ss. 



en toda causa tramitada en tribunales colegiados, será trámite previo a los infor-
mes en derecho, sin que conlleve necesariamente su presentación. 

Forma de las alegaciones 

Nos encontramos ante unos escritos impresos, que de mano de sus autores
podían recibir distintas denominaciones: alegación, memorial, demostración o
exposición de derecho, manifiesto, apuntamiento o discurso legal, informe o
fundamentos jurídicos..., o simplemente no tomaban en su título ninguna de
estas formas. En algunas ocasiones el solo título es tan largo que por sí mismo
deja planteado el estado de la cuestión. 

Son escritos de extensión varia, normalmente de 20 a 40 páginas enume-
radas, desarrollados a lo largo de párrafos también enumerados y separados sin
ningún criterio temático aparente82. Por lo tanto, era más que habitual el incum-
plimiento de la pragmática de Felipe III de 11 de febrero de 1617 —Nueva
Recopilación 2, 16, 34—, que establecía que de las dos informaciones en dere-
cho que, como máximo, cada parte podía presentar en cada instancia, la prime-
ra no podía exceder las 20 hojas, y la segunda las 12, en ambos casos impresas
o manuscritas. El motivo de este límite, evitar prácticas abusivas83. Como evi-
dente causa del incumplimiento por parte de los letrados, según la propia ley,
nos encontramos con que la tasación de los jueces se realizaba, según «les pare-
ciere pueden justamente merecer los Abogados por el estudio y trabajo que
huvieren puesto en hazerlas, considerando y estimando la opinión y facundia
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82 De 55 alegaciones estudiadas en este punto, seis no llegan a las 10 páginas: tres adiciones, un breve
resumen, una satisfacción y un apuntamiento legal. En cuanto a la extensión de las 49 alegaciones
restantes, la media se sitúa en algo más de 27 páginas redactadas (27’26 en concreto). Por otra
parte, de aquellas 55 alegaciones 10 no distinguen entre Hecho y Derecho, siendo la mayoría de
ellas adiciones. En las 45 alegaciones restantes, el Hecho viene a ocupar unas 5 páginas, mientras
que el Derecho unas 21’88, es decir, el 18’63% y el 81’37% de la extensión de la alegación, res-
pectivamente. Debemos tener en cuenta dos cosas. En primer lugar, que en la enumeración que
consta en los memoriales se contabilizan la portada y la contraportada, aquélla con algún dibujo
religioso y el título de la alegación, y ésta en blanco, por lo que ninguna de las dos páginas han
entrado en el cómputo. Y en segundo lugar, que la página en la que finaliza la parte del Hecho y
empieza la del Derecho ha sido contabilizada, habitualmente, como de Hecho, en compensación a
la última de Derecho, que en muchas ocasiones consta de solo unas pocas líneas. 

83 «[...] con las difusas alegaciones, y con impertinentes e insubstanciales razones, que solo sirven
de que, haciéndose mayor el vulto de su tamaño, se haga más crecido el precio de la paga, con-
sumiendo el caudal de los litigantes, así en su costo, proporcionándolo a su arbitrio, como en el
perjuicio que se les sigue en la dilación del fenecimiento, y estorbando con ellos el tiempo a los
Ministros, con haber de leer tantos y tan repetidos papeles, perjudicando el curso de otros en la
detención que precisan.» 



dellos y la calidad de los pleitos y de los pleiteantes». Así es que, en palabras
de Elizondo, para el 

cómputo no puede darse regla fixa, pendiendo todo él del prudente arbitrio
judicial, habida consideración a la calidad de la causa, a la diligencia presta-
da en ella, y a la costumbre del foro y juicio donde se haya tratado, sin con-
ducirse los Magistrados para estas regulaciones del número de páginas, artí-
culos o líneas y de otros accidentes que miserablemente reducirían el quanto
del honorario a la loquacidad de un Profesor84. 

Toda alegación se divide en dos grandes partes: el Hecho y el Derecho. En
el Hecho —que suele abarcar las primeras páginas—85, se hace un resumen de
los eventos que configuran la base de la controversia y, en algunas ocasiones, de
lo practicado en esa misma instancia y/o en instancias anteriores, «siguiendo el
estilo observado y precepto legal de deverse entender ante todo los términos de
la questión»86. También suele incluir la transcripción de parte de las disposicio-
nes de última voluntad. Para mejor entendimiento de los términos de la cuestión,
y tratándose de derechos sucesorios, en muchas alegaciones se aporta un árbol
genealógico en el que aparecen los litigantes y todos los familiares relacionados
con tal cuestión. El Derecho se extiende a lo largo de las demás páginas, y es la
parte en la que se aportan los razonamientos jurídicos en defensa de la postura
de la propia parte, y/o en contra de la oponente, o bien de los dos modelos. En
el último párrafo de algunas alegaciones, a modo de resumen en pocas líneas y
antes de suplicar al tribunal resolución satisfactoria, se insiste en la pretensión
central de la parte, y en los hechos y fundamentos básicos que la acompañan.
Puede aparecer bajo la denominación de reflexión y constituirse en una parte
individualizada87. En otras ocasiones no se diferencia tan claramente el Hecho
del Derecho, pero su existencia se induce a través de la simple lectura de la ale-
gación. Asimismo, hay algún caso en que las dos partes van siendo desarrolla-
das conjuntamente, incluso bajo un mismo epígrafe88. Hay otras alegaciones en
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84 F. A. DE ELIZONDO, Práctica universal..., IV, pp. 68-70. 
85 Hablamos, como siempre en esta materia, en términos generales, ya que en una alegación los

hechos llegan hasta la página 14 de un total de 24; Jesús, María, Joseph. A legación en derecho
que presenta a los señores de la Real Audiencia don Joseph Borrás y Goya..., B.U.V., R-2/361,
núm. 12. 

86 In laudem et honorem totius Ssma. Trinitatis..., B.U.V., R-2/361, núm. 29, p. 6, pár. 10. 
87 In laudem et honorem totius Ssma. Trinitatis..., B.U.V., R-2/361, núm. 29, p. 23, pár. 51. 
88 En la alegación Informe que a los señores de la Real Audiencia de esta ciudad hace don Pedro Infante

y Abarca..., B.U.V., R-2/360, núm. 1, las 16 páginas aparecen sin ningún título ni separación entre
Hecho y Derecho, más que la que el lector conciba de su lectura. En la alegación Discurso legal por
don Damián Merita y don Juan Merita..., B.U.V., Varios 54, núm. 1, pasa lo mismo en sus 15 pági-
nas, si bien en este caso todas ellas aparecen bajo un único epígrafe de Hecho y Derecho.



las que el letrado se limita a contestar las excepciones presentadas por la otra
parte, de ahí que reciban el nombre de satisfacción.

A la extensión antes señalada podríamos exceptuar las adiciones, que eran
mucho más breves, pues no solían superar las diez páginas89. Como su nombre
indica, se añadían a modo de anexo a una alegación anterior, a la que completa-
ban por diversos motivos: por aparecer en el pleito nuevos medios de prueba de
los que no se tenía noticia en el momento de redactar el informe principal, por
querer el autor reafirmarse o insistir en determinados postulados, por conocer el
letrado la alegación de la parte contraria y querer fortalecer su defensa... No obs-
tante, no queda del todo claro si la adición se refiere solo al segundo escrito en
derecho que cada parte puede presentar en cada instancia, o bien al escrito que
se presenta en la instancia superior90. Es más, el abogado Luciano Sulroca pre-
sentó en la misma instancia una alegación el 23 de junio de 1745, a la que el 28
del mismo mes le añadió una primera adición y el 22 de julio una segunda; escri-
tos con 19, 4 y 8 páginas, respectivamente91. 

En definitiva, y por lo general, la extensión de las alegaciones no se corres-
ponde con su contenido. La concisión no era una de sus características. La expli-
cación del litigio y su argumentación no requerían la amplitud que el abogado
les dedicaba92. Sobre esta excesiva dilatación, y sin olvidar el alto grado de
imprecisión del Derecho, valgan los razonamientos ya aportados93. 

Por lo que respecta a la forma del escrito, la lectura de las alegaciones me
ha permitido llegar a unas sencillas abstracciones que, aunque pueden admitir
cualquier excepción, son comúnmente seguidas:

1104

CARLOS TORMO CAMALLONGA

89 A todas estas reglas podemos presentar sus excepciones. Así por ejemplo, hay una adición que se
compone de 22 páginas y todas ellas de Derecho; Jesús, María, Joseph, San Joaquín y Santa Ana,
y las benditas almas del purgatorio. Addición..., B.U.V., Varios 240, núm. 15. 

90 Como alegaciones en revista bajo la fórmula de Adición, véase B.U.V., Manuscritos 623, núm. 4,
o Varios 240, núm. 15. 

91 Respectivamente, son las tres alegaciones siguientes: 1) Jesús, María Joseph y S. Francisco de
Paula. Breve apuntamiento..., B.U.V., R-2/361, núm. 13. 2) Addición al papel impresso por doña
Jacinta Domingo..., B.U.V., R-2/361, núm. 13 ter. 3) Addición II. En corroboración del drecho
que assiste a doña Jacinta Domingo..., B.U.V., R-2/361, núm. 13 bis. 

92 En Castilla se dictaron algunas disposiciones dirigidas a restringir la extensión de las informa-
ciones en Derecho, como el auto acordado de 5 de febrero de 1594, la pragmática de Felipe III
de 1617 u otro auto acordado de 19 de enero de 1624. Véanse en Nueva Recopilación 2, 16, leyes
2 y, especialmente, 34; y en Autos Acordados 2, 16, leyes 1 y 7, edición de 1775. 

93 «Era ésta la gran oportunidad para que el togado, al final del juicio, hiciera gala de su prepara-
ción jurídica y su habilidad en la fundamentación y defensa del derecho de su parte. Su intención,
lógicamente, se dirigía a orientar el ánimo de los jueces hacia sus intereses, aunque tampoco olvi-
daba que era en estos informes donde mejor podía impresionar a su cliente y justificar los hono-
rarios»; véase en P. ALONSO ROMERO y C. GARRIGA ACOSTA, El régimen jurídico de la abogacía...,
p. 81. 



94 Derecho que asiste a D.ª Pascuala Anteume..., B.U.V., Varios 54, núm. 6, en donde en la cita 8
se transcribe el fur 39; Jesús, María y Joseph. Por el Excmo. Señor don Diego de Fenollet,
Grande de España Honorario..., B.U.V., Manuscritos 695, núm. 4, en donde en el pár. 106 se
transcribe el fur 30; o Jesús, María y Joseph. Addición al discurso..., B.U.V., Varios 298, núm. 13,
en donde en los párrafos 8 y 22 se transcriben fragmentos de un decreto otorgado por la justicia
civil de la ciudad de Valencia en 1694. En cuanto a disposiciones testamentarias, hay una alega-
ción en la que se incluyen al principio, también en valenciano, tres cláusulas objeto de contro-
versia; Jesús, María, Joseph, Joaquín y Ana. Informe jurídico en Hecho y Drecho..., B.U.V., R-
2/360, núm. 6. 

95 Véase, por ejemplo, testamentos de las alegaciones Jesús, María, Joseph. A legación en derecho
que presenta a los señores..., B.U.V., R-2/361, núm. 12, pár. 1, y Derecho que assiste a D.ª Pas -
cuala Anteume y Salazar..., B.U.V., Varios 54, núm. 6, cláusula XII del Hecho. Estos testamen-
tos datan, respectivamente, de 1678 y 1646. Sin embargo, es poco usual que se traduzca algún
fur; Satisfacción de don Pedro Infant y A lcarca, oidor de la Real Audiencia..., B.U.V., R-2/360,
núm. 2, en donde al principio se traduce el capítulo 36 de las Cortes de 1604; o Por Dn. Gabriel
Milán y Aragón, Doña Francisca Antonia Milán y Aragón..., B.U.V., R-2/361, núm. 32, en donde
en el párrafo 16 se traduce el fur 31.

96 Aunque la transcripción de las citas de autores se hace prácticamente siempre en latín, encontra-
mos algún caso en que se hace en castellano, como la cita 16 —de Molina— de la alegación
Derecho que assiste a D.ª Pascuala Anteume y Salazar..., B.U.V., Varios 54, núm. 6. En otros
casos, también escasos, dentro de la misma cita se entremezclan frases en latín y en castellano,
como en las citas de la misma alegación números 122 —véase Flores de Mena y Águila ad
Roxas—, y 123 y 126 —véase Aguila ad Roxas. 

97 Jesús, María y Joseph. Addición al discurso jurídico escirto por parte de Agustín Navarro...,
B.U.V., Varios 298, núm. 13; o Dirige Domine verba mea in viam veritatis et justitiae. A legación
jurídica..., B.U.V., R-2/361, núm. 28.

El idioma utilizado es siempre el castellano, con tan solo dos excepciones:
el valenciano, cuando se alude a disposiciones forales o testamentarias nacidas
con anterioridad a 170794 —aunque muchas de ellas ya aparecen traducidas
directamente al castellano, lo que así se hace constar—95, y el latín, especial-
mente en las citas de autores, pero también cuando se acude a principios gene-
rales del Derecho o a axiomas vulgares, o se argumenta sobre la semántica de
alguna palabra castellana o valenciana96. Las leyes castellanas evidentemente se
alegarán, tanto en el discurso como en las citas, en castellano. 

En cuanto a las citas, casi exclusivas de la parte del Derecho, pueden apa-
recer de dos maneras diferentes, que no se dan nunca al mismo tiempo: inclui-
das en el propio texto, o fuera de él mediante notas enumeradas —ocasional-
mente se individualizan mediante letras—, y situadas o bien a pie de página o
bien en su margen: derecho si se trata del recto del folio, izquierdo si se trata del
verso. También hay alegaciones, las menos, en las que el nombre del autor y la
determinación de su cita se incluye en el texto del discurso, remitiendo el con-
tenido de la cita al margen. O bien al contrario, que el contenido de la cita apa-
rezca en el texto, y su autor y la obra en la que se encuentra en el margen97. En
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unas ocasiones la cita transcribirá el contenido de la ley o del pasaje del doctor
citado, en otras tan solo lo señalará. En otros informes las citas contienen, ade-
más del texto del autor, su paralelismo con el caso que se está tratando. Incluso
hay una alegación con los árboles genealógicos de la sucesión a las coronas de
Portugal y Aragón98. En otras, y sobre este mismo tema, se cita también a histo-
riadores99. 

Todas estas citas se escriben en letra cursiva, salvo el nombre de sus auto-
res que es en letra redonda y, de darse, aquella parte de la cita escrita en caste-
llano —comentarios del letrado, pasajes del testamento o de la ley—.
Igualmente, se escriben en cursiva o en mayúsculas —o de ambas formas—,
aquellas palabras o frases que se pretenden resaltar en el texto del discurso, las
escritas en valenciano o latín, o la transcripción de las cláusulas del testamento
o de alguna ley, caso este último muy esporádico. 

También solemos encontrar remisiones a lo practicado en autos o, en con-
creto, a los alegatos de bien probado, a los apuntamientos, o a lo recogido en la
parte del Hecho. En estos casos la remisión se suele efectuar, no mediante núme-
ro de nota, sino mediante letra o asterisco. 

Finalmente, decir que la mayoría de alegaciones del XVIII aparecían firma-
das por un solo letrado100. En algunas, junto con su firma consta la del relator,
bajo la fórmula «Concertado» o «Está conforme el hecho»101. En otras alegacio-
nes encontramos la orden «Imprímase» o «Puede imprimirse», que era firmada
por un individuo de la sala después de revisarlas, y después de que el relator las
hubiera cotejado102. Impresas las alegaciones, este individuo entregaría u orde-
naría entregar una copia a cada miembro de la sala. En algunos informes apare-
cen las tres firmas: la del letrado, del relator y del magistrado103.
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98 Jesús, María, Joseph. A legación por María Magdalena Bru, doncella..., B.U.V., R-2/360, núm.
25, o Jesús, María y Joseph. Informe legal por Juan Bautista Llopis Ferris y Salazar..., B.U.V.,
Varios 54, núm. 7. 

99 Jesús, María y Joseph, San Antonio de Padua y Santa Rita de Casia. A legación jurídica por D.
Luis de León y Sanz..., B.U.V., Varios 240, núm. 27, p. 17. Se trata de los historiadores —tal y
como aparecen nombrados—: Surit., Diago, Blanc., Garibay, Rub. y Marian. 

100 Benito Delfí y Cristóbal Tarazona firmaban la alegación Jesús, María, Joseph. A legación en
hecho y derecho por el convento y religiosos..., B.U.V., Varios 77, núm. 21. 

101 B.U.V, R-2/360, núm. 22. 
102 Sobre la expresión referida, véase B.U.V., Varios 298, núms. 6 y 10. Estas dos alegaciones son

mandadas imprimir por sendos oidores; la primera por Ruiz Santos, y la segunda por Mendieta.
Las alegaciones R-2/361, núm. 10, y Varios 214, núm. 13, son mandadas imprimir por el oidor
Gamio. Véase cargos en P. MOLAS RIBALTA, «Las audiencias borbónicas en la Corona de
Aragón», Historia social de la Administración española. Estudios sobre los siglos XVII y XVIII,
Barcelona, 1980, pp. 117-164. Véase también F. A. DE ELIZONDO, Práctica universal..., IV, p. 68. 

103 B.U.V, R-2/361, núm. 10, o Varios 240, núm. 13. 



Estilo y método del discurso 

La parte del Hecho es una simple narración de los acontecimientos que han
originado la contienda. En ocasiones contiene algún fragmento literal de alguna
disposición testamentaria. En otras ocasiones simplemente hay una remisión a lo
que consta en el ramo del pleito o en otras alegaciones anteriores, en la misma o
en anterior instancia. También es habitual empezar la alegación con una breve
apología a la justicia, incluyendo la sentencia de algún clásico o la cita de algún
autor sobre la forma de resolver las controversias104. Por todo ello es práctica-
mente nulo aquí el discurso jurídico del abogado. Me centraré, pues, en la parte
del Derecho, en donde el abogado realmente deja constancia de su labor como
jurista, de su modo de exponer, argumentar, defender y atacar posiciones. En
esta empresa el letrado trabajará formalmente a través del planteamiento de sen-
tencias o enunciados de hecho, que tratará de defender o refutar utilizando todos
los medios y argumentos posibles, y que se cimentarán, fundamentalmente, en
la interpretación de la voluntad del testador y en la letra del testamento. Parale -
lamente, apoyará todos estos postulados en razonamientos jurídicos: lega les y,
sobre todo, doctrinales105. 

Cada uno de estos enunciados de hecho se constituirán como diferentes par-
tes del memorial claramente individualizadas. Se pueden presentar tanto como
proposiciones en defensa de derechos propios, como de ataque a los pretendidos
por la parte contraria. En unas ocasiones solo se dan de un tipo y en otras de los
dos. Para este último caso lo habitual es que el abogado presente y defienda pri-
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104 «Tan frequentes como antiguos son los pleitos en el mundo, por manera que aun lo cierto y claro
corre expuesto a la controversia (1): lo que parece no ser ageno del assumpto. Y consistiendo el
medio de excluirla, en exponer los fundamentos jurídicos que convenzan su insubsistencia, pro-
porcionándoles con los hechos resultantes de los autos (2), lo que assí también explica la Glosa
(3), se passa a proponerle.» Véase en Jesús, María, Joseph, San Bartholomé y Santo Tomás de
Villanueva. Por el rector, clero y beneficiados de..., B.U.V., R-2/361, núm. 27, pár. 1. Las tres
citas son las siguientes: 1) Rosa consult. 1. in princip; 2) L. 52. §.2. in fine, ff. ad leg. Aquil., y
3) Glos. Gotofred. lit. B. Id est in facto, & facti contingentia positum.

105 Sobre el Derecho común en Indias, véase J. BARRIENTOS GRANDÓN, «Mos italicus y praxis judi-
cial indiana», Ius Fugit. Revista Interdisciplinar de Estudios Histórico-Jurídicos, 5-6 (1996-
1997), 357-428. En materia de Derecho penal, F. TOMÁS Y VALIENTE, El Derecho Penal de la
monarquía absoluta. (Siglos XVI-XVII-XVIII), Madrid, 1969. Véase también M. PESET REIG,
«Derecho romano y Derecho real en las universidades del siglo XVIII», Anuario de Historia del
Derecho Español, 45 (1975), 273-339, pp. 296-302, y M.ª J. GANDASEGUI APARICIO, Los pleitos
civiles en Castilla 1700-1835. Estudio del funcionamiento de la administración de justicia caste-
llana en el marco de los pleitos privados, 4 vols., tesis doctoral inédita, Universidad Complutense
de Madrid, 1999, IV, pp. 1-41. Véase también C. TORMO CAMALLONGA, El Colegio de Abogados
de Valencia..., pp. 500-535. 



mero aquellas proposiciones en las que basará sus derechos, para posteriormen-
te exponer y desvirtuar las presentadas por la otra parte. Veamos los tres supues-
tos a través de casos concretos:

A) En la alegación que presentan los religiosos del convento de Santo
Domingo de Guzmán de la ciudad de San Felipe, para que se confirmara con
costas la sentencia de vista, en la que se les absolvía de la demanda presentada
por Manuel Sánchiz, tres son los fundamentos por los que el convento intenta
basar su derecho a la sucesión en los bienes de Vicenta Navarro: 1) Porque la
disposición testamentaria de Vicenta Navarro es válida y subsistente, sin embar-
go del auto acordado 3, 5, 10, en el que se declaraban nulas las mandas otorga-
das en favor del confesor durante la enfermedad que ocasionaba la muerte; 
2) Porque la testadora dispuso y ordenó con absoluta libertad el testamento y
posteriores codicilos, sin concurrir en ellos ajenas sugestiones; 3) Porque el con-
vento se hallaba capacitado por real privilegio para suceder a Vicenta Navarro al
tiempo de su muerte, por tener competente y sobrado privilegio106. 

No obstante, el convento, al tratar de reivindicar derechos que considera
pertenecerle, no hace sino argumentarlos y defenderlos de los ataques que pre-
viamente había inferido la parte contraria en escritos previos, y a los que expre-
samente se refiere en la misma alegación. Por lo que, realmente, este tipo de ale-
gaciones y las del ejemplo siguiente, lejos de contraponerse, se complementan. 

B) Como ejemplo del supuesto en que todas las proposiciones aportadas
por el letrado se destinan a atacar los argumentos de la parte contraria, tenemos
la alegación presentada por Josefa María Bru en 1749. En este escrito Josefa
María Bru reivindica contra su tía, María Magdalena Bru, su sucesión en la
mitad de los bienes de las mejoras de tercio y quinto de la herencia de su padre,
Joseph Bru. Para ello presenta las cinco excepciones alegadas por María
Magdalena, para a continuación replicarlas con sus respectivas satisfacciones.
Según las excepciones, las cláusulas testamentarias no contenían ningún grava-
men expreso ni tácito que obligaran al hijo del causante —Esteban Bru—, a la
restitución de los bienes por fideicomiso en favor de sus hermanas, sino que
podía disponer de ellos libremente, como así hizo en favor de su tía. Además, así
se consideraba como más justo por la dedicación que le prestó María Magdalena
a su hermano José e hijos cuando aquél enviudó. Por contra, según las satisfac-
ciones, tal voluntad de fideicomiso sí que existía, pues así se observaba, median-
te conjeturas, de la interpretación y significado de las palabras utilizadas en el
testamento107. 
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106 Jesús, María, Joseph. A legación en hecho y derecho por el convento y religiosos del..., B.U.V.,
Varios 77, núm. 21.

107 Jesús, María, Joseph y Santa Caterina de Sena. A legación en Hecho y Derecho..., B.U.V., 
R-2/361, núm. 30.



Este segundo supuesto nunca lo encontramos en estado puro, ya que nin-
guna alegación se puede limitar a contestar las proposiciones contrarias sin hacer
una defensa de las propias. En este caso, y previamente a la primera excepción,
el abogado ya había efectuado una defensa general de sus postulados, aunque
esta defensa no se situara bajo ninguna proposición explícita. Además, las satis-
facciones indudablemente se constituyen como medios de defensa propia. 

C) El tercer supuesto, aquel en el que aparecen al mismo tiempo ambos
tipos de proposiciones, es, sin duda, el que se da con mayor frecuencia. Ya ha
quedado claro que en un sentido amplio y no formal todas las alegaciones se
incluirían en este grupo. Como la alegación que en 1772 presentó Pascuala
Anteume Salazar, en los autos que seguía contra Juan Bautista Llópiz Férriz,
sobre la sucesión del vínculo que fundó Francisco Salazar108. El abogado de
Pascuala Anteume pretendía demostrar, primeramente y a través de dos inspec-
ciones, que Francisco Salazar había fundado un mayorazgo regular, y que a
aquélla le correspondía continuar en su posesión en defecto de la parte contraria
como perteneciente a inferior línea. Posteriormente procedía a dar satisfacción a
los tres argumentos contrarios presentados por la otra parte, que pretendían
demostrar la preferencia de Juan Bautista Llópiz Férriz, y que se basaban en la
irregularidad del vínculo fundado, en la mayoría de edad natural de Juan
Bautista, y en el deseo del fundador de que los poseedores del vínculo tomasen
su nombre y armas. 

También es muy representativa la alegación del letrado Pascual Mas de
Pelayo, en donde en la primera parte aporta hasta nueve fundamentos para la
defensa de los derechos sucesorios de su cliente sobre la totalidad de la heren-
cia intestada de Vicente Prat109. No obstante, estos nueve fundamentos podrían
reducirse a tres: a) Que su defendido, Martín Camps, es más cercano en grado
que el litigante contrario, Luis Prat, que reclama la mitad de los bienes, y que
ni siquiera ha demostrado su parentesco con el intestado; b) Que se ha supera-
do para su parte, con creces, la prescripción en la posesión de los bienes que
por concordia se le habían otorgado más de cuarenta años atrás; y c) Que en
última instancia no se ha demostrado que los bienes objeto de litigio no perte-
necieran realmente a la esposa del causante, ascendiente tan solo de Martín
Camps. Es el segundo punto el que más fundamentos abarca, al describirse las
distintas prescripciones acontecidas desde la muerte de Vicente Prat. En la
segunda parte de la alegación, Pascual Mas aporta hasta diez razones en las
que se apoya la parte contraria, para presentar ante cada una de ellas su satis-
facción. De nuevo, tanto las razones como sus satisfacciones podrían reducir-
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108 Derecho que assiste a D.ª Pasquala Anteume y Salazar..., B.U.V., Varios 54, núm. 6. 
109 In laudem et nonorem totius Ssma. Trinitatis..., B.U.V., R-2/361, núm. 29. 



se en pocas sentencias. Más aún cuando versan sobre los mismos temas trata-
dos en los anteriores fundamentos.

En 1748 José Nebot y Sanz presenta una alegación bastante singular en
cuanto a su estructura. La podemos dividir en dos grandes apartados, dentro de
cada uno de los cuales podemos encontrar a su vez otros dos. El primero con-
tiene una primera parte dedicada a los hechos —más que nada transcripción de
las disposiciones testamentarias que interesan—, y una segunda dedicada, con-
juntamente, a la defensa jurídica de los derechos de su parte y al ataque de los
pretendidos por la contraria. El segundo apartado, que es el más original, con-
tiene, por un lado, las objeciones del adversario transcritas en el texto en toda
su extensión y literalmente, y por otro lado, las satisfacciones que Nebot y
Sanz ofrece a cada punto de la alegación contraria con el que no está de acuer-
do, y que se desarrollan a través de notas a pie de página, numerosas y dilata-
das, e individualizadas mediante letras y manecillas. A través de estas notas el
letrado mantiene una especie de diálogo con la otra parte, en el que destacan
las continuas preguntas que vierte, y cuya esperada y evidente respuesta no
hacen más que ratificar sus postulados. También es interesante esta alegación
por que podemos conocer a ciencia cierta las posturas originales de cada una
de las partes, aunque no conozcamos las citas jurídicas en que se apoya la con-
traria. En este discurso tan insólito vemos la seguridad con que, sin duda, el
letrado Nebot y Sanz actuaba en esta causa110. 

Pero profundicemos algo más en el estilo y método del discurso. Hemos
quedado en que el punto de partida era un enunciado o supuesto de hecho. Por
ejemplo, «que todos los hijos sucedieron por partes iguales en los bienes y
herencia de...», «que la cláusula en donde fueron dejadas las mejoras no con-
tiene ningún gravamen», o «que el legado del tercio y quinto en favor de... bajo
la condición de... es inútil por deberse estimar como no escrita la condición...».
A continuación, el abogado procede a su defensa o ataque, según este supues-
to haya sido aportado por él mismo o por la parte contraria, a través de dos
tipos de argumentaciones inseparables que, por cuestiones metodológicas, he
preferido distinguir: una argumentación fáctica y otra jurídica. Desde esta difí-
cil separación no debemos olvidar en ningún momento que, como decía
Francisco Bermúdez de Pedraza: «Todo el derecho consiste en hecho, y cual-
quier pequeña variedad de hecho varía también el derecho»111. 
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110 Jesús, María, Joseph, y S. Francisco de Paula. A legación del Derecho que assiste a Da. Antonia
Agulló y Cebrián..., B.U.V., R-2/360, núm. 22. 

111 R. GIBERT, El arte para estudiar jurisprudencia de Bermúdez de Pedraza, Homenaje al profesor y
decano Antonio Mesa-Moles Segura, en su veinticinco año de cátedra, p. VI. 



Argumentación fáctica

En la argumentación fáctica cualquier hecho que contribuya a sustentar el
postulado defendido será aportado al discurso. Será un discurso basado, funda-
mentalmente, en la búsqueda de la pretendida voluntad del testador, que se con-
vertirá, en realidad, en la voluntad más favorable para la parte defendida, según
la interpretación de cada letrado. Tanto la legislación castellana como la valen-
ciana recogen este punto de partida, propio de toda alegación basada en heren-
cias o sucesiones112. Lo que es especialmente destacable en las sustituciones y los
fideicomisos, ya que, como dice Diego del Castillo, en esta materia la voluntad
del testador es ley113. Podemos ver esta idea en el discurso de muchos abogados,
como en las siguientes frases de Antonio Sánchez y Santiago: 

Suelen a veces los esfuerzos mismos que se emplean para descubrir la volun-
tad del testador y legisladores conducir a un término muy distante de ella, si
se quiere atender única y escrupulosamente a las palabras, que no siempre
manifiestan con claridad el ánimo, o se presenta alguna opinión nueva que a
modo de un repentino golpe de luz deslumbra y precisa a seguir rumbos muy
diversos de los que aquéllos deseaban y se propusieron114.

O en estas otras palabras más contundentes de José Nebot y Sanz:

E igualmente las disposiciones de los hombres y testamentos, que son ley par-
ticular, también se deben entender literalmente, según la ley de Partida, muni-
cipal y común115. 
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112 Para la legislación castellana, véase Partidas 7, 33, 5: «Las palabras del fazedor del testamento
deuen ser entendidas llanamente, assí como ellas suenan, e non se deue el Judgador partir del
entendimiento dellas, fueras ende quando pareciera ciertamente que la voluntad del testador fuera
otra que non como suenan las palabras que están escritas.» Para la legislación valenciana, véase
el fur 5 de la rúbrica de testamentis: «E gens perçò los dits fills, filles, parents o altres qualsevol
persones no puxen contradir o annullar lo dit testament, codicil o altra darrera voluntad: ans les
coses en aquells contengudes sien extinguides e complides segons que en aquells a la letra serà
contengut e ordenat». 

113 Esta cita aparece en muchas alegaciones, como en Jesús, María, Joseph, San Bartholomé y Santo
Tomás de Villanueva. Por el rector, Clero y beneficiados..., B.U.V., R-2/361, núm. 27, pár. 7. En
la misma nota se cita Código y Digesto. Idéntica idea se recoge en la nota 41 de la misma ale-
gación, aportando el fur 44, rúbrica De testament. Y en igual sentido, «Que la voluntad de el tes-
tador debe ser atendida, es la cantinela común de los autores, por lo que dixo Ramón consil. 100.
a n. 161. ad 163»; Jesús, María, Joseph, y S. Francisco de Paula. A legación del derecho..., B.U.V.,
R-2/360, núm. 22, p. 29, letra M a pie de página. 

114 Por Dña. Esperanza Maria Vilanova, vecina de..., B.U.V., Varios 298, núm. 8, pár. 1.
115 Partidas 7, 33, 5; fur 51, rúbrica De testament; y Dict. l.25. §.l.69. de Leg.3; Véase Jesús, María,

Joseph, y S. Francisco de Paula. A legación del derecho que assiste..., B.U.V., R-2/360, núm. 22,



El abogado Vicente Alfonso, citando a Castillo y a Molina, decía que «la
voluntad, aun conjeturada de los testadores, se debe observar categóricamente».
Continuaba diciendo que las palabras de las disposiciones testamentarias debían
entenderse en su propio y natural significado, y que no debíamos separarnos de
éste sino en el caso de que con toda claridad constara que quiso otra cosa el tes-
tador, o cuando pareciera ciertamente que su voluntad era otra. Para todo lo cual
se apoyaba de cinco leyes del Digesto y de la ya referida ley de Partidas 116. 

Ampliando el ámbito material de aplicación de la voluntad del testador, el
abogado Pascual Yáñez decía que 

En assumpto de cumplimiento y purificación de condiciones se debe atender
más a la voluntad del testador y a lo que tuvo principalmente intento de hacer,
que a la figura y corteza de las palabras con que hizo la disposición117. 

O lo que es lo mismo, y en definitiva, que para apartarnos de la propie-
dad de las palabras del testamento o codicilo es menester que fuera cosa cla-
ríssima y manifiesta que el testador quisiera ciertamente otra cosa. Así lo opi-
naba el jurisconsulto Marcelo y lo decía Partidas, según Nebot y Sanz118. Ideas
semejantes, que pretenden seguir la verdadera voluntad del testador, las encon-
traremos en prácticamente todas las alegaciones con temática semejante, si
bien en cada una de ellas se incidirá más en la letra del testamento o en la
supuesta voluntad del testador, según propias conveniencias. Con todo este
tipo de manifestaciones lo que se consigue de hecho es ampliar los horizontes
del litigio. Es decir, si la discusión principal y originaria era descubrir la
voluntad del testador, a ello se añade ahora la averiguación de cuándo las pala-
bras utilizadas por el testador reflejan o se apartan, inequívocamente, de su
pretendida voluntad. 

Por otra parte, hablar de la voluntad del testador es, por regla general,
hablar de los motivos o intenciones que tenía para manifestar lo que manifestó.
Pero no siempre será así. Al abogado Cristóbal Tarazona no le interesaban, o al
menos intentaba eludir, las posibles pretensiones del testador, pues decía que 
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p. 7, pár. 12. Igual de claro era Tomás Ferrandis de Messa cuando sentenciaba que, «antes que a
la propiedad de las palabras se ha de estar a la voluntad del testador explicada, o por congeturas,
o por enunciativas, o de otra suerte.» Véase en Jesús, María Joseph y San Felipe Neri. A legación
por..., B.U.V., R-2/361, núm. 9, p. 8. 

116 Jesús, María, Joseph, San Joaquín y Santa Ana..., B.U.V., Varios 298, núm. 6, pár. 10. 
117 Jesús, María, Joseph, San Bartholomé y Santo Tomás de Villanueva. Por el rector, clero y bene-

ficiados de..., B.U.V., R-2/361, núm. 27, p. 26, pár. 43. 
118 Jesús, María, Joseph, y S. Francisco de Paula. A legación del derecho que assiste a..., B.U.V., 

R-2/360, núm. 22, p. 8, pár. 14. 



Ni debemos inmorar en examinar el motivo y causa que pudo tener la testa-
dora para poner pendiente de dicha condición: y si hijos varones no habrá. Tal
vez sea por el amor que tuvo a su nieto Bernardo, que le crió en su casa, y el
deseo de dejar de libre disposición los bienes a sus hijos varones u otras cau-
sas que ignoramos. En las condiciones voluntarias, qual lo es la de morir 
D. Bernardo sin hijos varones, es por demás apurar el motivo y fin porque lo
quiso el testador, bastando el serlo para que se desvanezca la disposición si
faltan119. 

En similares palabras se manifestaba Benito Delfí:

... en las últimas disposiciones no se debe buscar la razón de lo dispuesto por
el testador [...] Y por esto no se puede decir absurdo lo dispuesto por el testa-
dor, pues no se deve entrar a discurrir qué es lo que devía disponer, si solo se
deve observar y atender lo que hizo y dispuso, y en esta forma excluyen el
supuesto absurdo120. 

Para el supuesto de existir disposiciones de última voluntad, cada una de las
partes considerará siempre que la voluntad del testador ha quedado lo suficien-
temente clara y manifiesta en su favor como para evitar el pleito, haciéndose
innecesaria cualquier tipo de interpretación. Pero, para mayor redundancia y
convencimiento del tribunal, añadirán su propia interpretación —siempre inte-
resada— a las cláusulas que claramente les favorecen, y también a las que pudie-
ran acogerse la parte contraria. En otro estadio más profundo de la interpretación
se aportará como favorable cualquier indicio o suposición. Y es aquí donde entra
en juego la importante cuestión de las conjeturas, omnipresentes en todas las ale-
gaciones, de forma que son multitud las manifestaciones de los letrados que vie-
nen a expresar lo que la siguiente:

El asunto de los fideicomisos es de tal manera fundado en la voluntad de los
testadores, que de qualquiera palabra, congetura o presunción que pueda
constar de la voluntad, es bastante para inducirle y por tal se juzgue. Porque
las palabras son las que sirven para denotar la intención y no ésta para aqué-
llas. Bien que las congeturas deben ser urgentes, necesarias y regladas a las
disposiciones de derecho y autoridades de escritores clásicos. Como también
deducidas y dimanadas de las mismas palabras de la disposición121.
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119 Jesús, María y Joseph. Por el Excmo. Señor don diego de Fenollet, Grande de España
Honorario..., B.U.V., Manuscritos 695, núm. 4, pár. 22.

120 Jesús, María y Joseph, San antonio de Padua y Santa Rita de Casia. A legación jurídica por...,
B.U.V., Varios 240, núm. 27, p. 26, pár. 48. 

121 Jesús, María, Joseph y Santa Caterina de Sena. A legación..., B.U.V., R-2/361, núm. 30, pár. 9.
Los autores en que se basa para afirmar que las conjeturas debían estar refrendadas por autores
clásicos son Fusario, Menochio, Peregrín, Gratian y Castillo, en cita 4. 



Por lo que vemos, las conjeturas servían, incluso, para presuponer los fidei-
comisos. En este caso el abogado presuponía el fideicomiso sobre los bienes del
tercio de mejora y quinto remanente en base a algunas expresiones del testador,
fundamentalmente «pues no duda sabrá usar de ellos y repartirles a su voluntad,
acudiendo a la mayor necesidad de mis hijas y nietos». Además, también se infe-
ría del hecho de que el causante concediera a sus herederos facultad expresa para
disponer de los bienes en la porción de legítima, no diciendo nada para los bie-
nes de mejora, «siendo en éstos preciso y en aquella voluntario y superfluo»; es
decir, que el diverso modo de hablar y explicarse el testador manifestaba diver-
sa voluntad122.

El recurso a la autoridad era uno de los más utilizados para legitimar las
suficiencias de las conjeturas. En otros momentos se dirá que estas conjeturas
debían ser concluyentes y no contradichas por otras. Como dice el letrado
Vicente Ignacio de Tormos, «basta una conjetura sola dummodo sit urgens, &
necessaria, ita tu animo judicantis contrarium persuaderis non possit»123.

Así pues, ya no es solo el problema de las conjeturas, sino el de su sufi-
ciencia. Dependiendo del supuesto, el abogado defenderá, bien la suficiencia de
una o unas conjeturas —por leves que sean—, o bien la necesidad de una más
urgente o la concurrencia de varias. El mismo Ignacio de Tormos decía en la
misma alegación, que el afecto no era suficiente conjetura por sí sola como para
inducir vocación de los hijos puestos en condición, sino que era preciso buscar
razón más concluyente. 

A la par que las conjeturas, y con el mismo propósito, el letrado acudirá o
no, según le interese, a la interpretación literal o gramatical de las palabras, de
la que trataremos más adelante. Lo que sí está claro es que se ponen en régimen
de igualdad dos principios difícilmente compaginables entre sí y con la seguri-
dad jurídica. Por una parte, el que deba estarse al literal significado de las pala-
bras, y, por otra, el que deba dejarse la puerta abierta a que esta literalidad pueda
o deba esquivarse cuando, con claridad o toda claridad, constara ser otra la
voluntad del testador. Como resultado ineludible, nos vamos a encontrar con una
situación en la que los abogados podían llegar a poner en duda la totalidad de la
letra del testamento en el sentido que más les interesara. Ya no se discutirá sola-
mente la razón de la parte, sino además el sentido buscado de cada palabra o
conjetura que sustente esa razón. Además, el problema de las conjeturas no apa-
rece solo en la interpretación de la voluntad del testador, sino que lo podemos
encontrar en cualquier otra cuestión. Luciano Sulroca, alegando a Menochio y a
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122 Jesús, María, Joseph y Santa Caterina de Sena. A legación en Hecho y Derecho por..., B.U.V., 
R-2/361, núm. 30, párs. 2 y 10-23. 

123 J.M.J., Informe breve y jurídico por..., B.U.V., Varios 240, núm. 1, p. 15, pár. 30. 



Crespí, decía que para acreditar como falso y nulo cualquier documento no bas-
taba con leves conjeturas, sino que se requería que éstas fueran graves. De nuevo
vemos peligrar el principio de la seguridad jurídica, por cuanto que ni en este
caso ni en la mayoría de los demás los abogados precisan dónde reside la dife-
rencia entre conjetura leve y grave. Lo más lógico es pensar que resida en el arbi-
trio del juez. Así lo opinaba el mismo abogado en la misma alegación, cuando
decía que, por la imposibilidad manifestada por los autores de probar la filiación
bastaban para su justificación conjeturas al arbitrio del juez124. En la alegación
contraria, José Gisbert y Sánchiz manifiesta que «quando se recurre a prueva de
presumpciones deve justificarse cada una de ellas», de forma que para demos-
trar, por ejemplo, la existencia de matrimonio, debía presentarse y probarse el
contenido de los cuatro instrumentos de constitución dotal, desposorios, pago y
restitución de dote. Evidentemente, si no se demostraba el matrimonio tampoco
se podía demostrar la legitimidad del supuesto hijo125. 

De todo ello se concluye como evidente el hecho de que los abogados siem-
pre eludirán aquellas cláusulas del testamento, o de cualquier disposición en
general, que les pudieran ocasionar problemas. De ahí que nos resulte imposible
conocer su entero contenido y verdadero sentido. Formalmente, la sensación que
en muchas ocasiones nos ocasiona esta ausencia es la de que la interpretación
que realiza la parte cuya alegación estudiamos es la más conforme con la volun-
tad del testador. Nebot y Sanz, en el pleito en que defendía la postura de que el
testador había fundado fideicomiso familiar y no mayorazgo, acusaba al aboga-
do contrario de omitir en su alegación cierta condición que el causante impuso
en una donación y no le favorecía. Mencionaba este abogado la cláusula por la
que en caso de morir el donatario sin hijos los bienes retornarían al donador,
omitiendo aquella otra en la que se ordenaba que de morir con hijos dispusiera
de los bienes entre ellos. Al parecer, este abogado justificaba la omisión dicien-
do que era más apropiado atender in jure a la evidencia de la disposición enten-
dida en su totalidad, sin necesidad de detenerse en cláusulas particulares ni pala-
bras ambiguas126. 

Resumiendo: todos los abogados están de acuerdo en que debe estarse a la
intención del testador y, en su defecto, a la literalidad de sus disposiciones tes-
tamentarias. Pero, dependiendo del interés, para unos aquella voluntad se encon-
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124 Jesús, María y Joseph. Demostración del drecho que assiste a..., B.U.V., Varios 240, núm. 12, 
p. 6, pár. 6, y p. 25, pár. 28. 

125 Jesús, María, Joseph, y las benditas almas del purgatorio. Demonstración en hecho y derecho
por..., B.U.V., Varios 240, núm. 14, p. 21, pár. 47.

126 Jesús, María, Joseph, y S. Francisco de Paula. A legación del derecho que assiste a..., B.U.V., 
R-2/360, núm. 22, pp. 25 ss., y letra C a pie de página. 



trará en lo que dice la letra del testamento, mientras que para otros se encontra-
rá en lo que quiere decir. A toda esta regla por la que se considera la voluntad del
testador como ley particular podemos establecer una sola excepción: cuando el
heredero o legatario es una comunidad religiosa sin privilegio de amortización.

Argumentación jurídica

Al mismo tiempo que se desarrolla la argumentación fáctica lo hace la jurí-
dica, en donde el abogado explica la institución o figura jurídica en cuestión,
acudiendo a su regulación legal y doctrinal. Así como la argumentación fáctica
giraba en torno a la interpretación de la voluntad del testador, raramente encon-
tramos memoriales en donde se pretenda interpretar la voluntad del legislador.
Antonio Albert de Esparça decía, con respecto a Furs, que «se han de entender a
la letra y sin alguna alegación e interpretación»127. No obstante, esta afirmación
no la acompañaba de ninguna cita doctrinal. Por contra, el abogado Antonio
Sánchez y Santiago, al respecto de la ley generaliter 6, título 25 de la rúbrica De
institionibus vel substitionibus del Código, afirmaba que el sentido de la ley no
era tan general como indicaban sus palabras, sino que se debía conformar a la
voluntad del testador y a los principios del Derecho natural. Para lo que se apo-
yaba, además, en el Digesto y en Matienzo128. En parecido sentido se había mani-
festado la misma parte en la primera instancia, resaltando que con una correcta
interpretación de la voluntad del legislador se anulaban las aparentes contradic-
ciones que en ocasiones parecía existir entre las normas129.

En general, los abogados consideraban la interpretación de la ley como tarea
propia de los doctores, o tal vez —que es lo más probable—, sus conocimientos
sobre la materia no les permitían indagar en este campo. Más aún cuando no con-
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127 Jesús, María y Joseph, Joaquín y Ana, y Santa Teresa de Jesús. Informe jurídico que presenta a
los señores..., B.U.V., Varios 240, núm. 2, p. 20, pár. 51. 

128 En concreto, decía lo siguiente: «no puede comprehenderse el verdadero sentido de las leyes
quien únicamente atiende a sus palabras, sino el que examina con particular cuidado la mente del
legislador y descubre la razón que le motivó a establecerlas. Ésta es la que le aparta del Derecho
o costumbre hasta entonces recibidas y le precisa a buscar nuevos caminos para el bien de los
súbditos. Ésta la que domina las palabras, restringe a veces las generales a casos particulares y
en otras estiende la ley a especies que no comprehenden las palabras». Véase Por Dña. Esperanza
María Vilanova, vecina de..., B.U.V., Varios 298, núm. 8, pár. 12.

129 «Es común sentir i como axioma cierto entre los autores que en el Derecho no ai antinomia ni
puede haver cosa superflua ni contraria a otra, de forma que la lei civil o canónica no consiste en
las palabras, sino en la mente del legislador, en tanto grado que es permitido interpretar las pala-
bras impropia i abusivamente». Véase Jesús, María y Josef. Memorial en Derecho del que assis-
tía a doña Josefa Marimón..., B.U.V., Varios 298, núm. 7, pár. 23. 



cedían tanto valor a las leyes en sí, sino a los comentarios que de ellas hacían los
autores. Lo que hacía el abogado era incluir los hechos motivo de controversia en
aquella norma que mejor le convenía para apoyar su planteamiento. De esta
manera se entiende fácilmente que sea la doctrina la fuente más invocada, ya que
es tan abundante y prolífica, son tantas y tan extensas las obras de los numerosí-
simos autores, que en ellas se pueden encontrar respuestas satisfactorias a todo
problema planteado. Es como si existiera la seguridad de que en la doctrina se va
a encontrar el sentido o la interpretación pretendida para toda norma y para todo
hecho, cualesquiera que éstos sean. Evidentemente, las distintas opiniones de los
autores, puestas en plano de igualdad, se pueden llegar a contradecir, a pesar de
que en su contexto todas ellas pueden ser igualmente válidas. 

El abogado José Ignacio Alfonso intenta demostrar la nulidad de la condi-
ción impuesta por el testador, por la que se obligaba a su parte a casarse bajo
consentimiento de su hermana para tener derecho al tercio de mejora y al rema-
nente del quinto de libre disposición. Para convencer de que la condición limi-
tativa de la libertad para contraer matrimonio se debía tener por no puesta, invo-
ca en primer lugar el Digesto —ley 72, párrafo 4 de conditionibus & demons-
trationibus—, a continuación el Derecho canónico y una disposición del
Concilio de Trento y, por último, el Derecho real. Y todas estas citas acompaña-
das de las correspondientes citas de autores. El orden en la alegación de los dis-
tintos derechos es demostrativo de la preferencia que se otorgaba a cada uno de
ellos. Lo que corrobora, además, con expresiones tales como, que «[la condi-
ción] se debe concebir por no escrita y estimarse por pura su institución no solo
por la disposición del Derecho común de los romanos, sino que también por las
leyes canónicas y reales»130. Todo ello no obstante haber reconocido previamen-
te el mismo abogado, y ante los ataques de la parte contraria, que el Derecho
común se aplicaba en defecto de las leyes reales. Además, el abogado demues-
tra tener o bien un escaso conocimiento del Derecho real o bien un cierto desin-
terés por el mismo, en cuanto que para este asunto no hace más que invocar este
Derecho en general y alegar tan solo una ley concreta de Partidas (6, 4, 3).
Vagamente y sin mencionarla, alega también la siguiente ley de Partidas, por la
que se tienen por no puestas las condiciones imposibles, lo que ciertamente no
viene al caso. 

También es cierto que el orden de aportación de los distintos tipos de
Derecho puede obedecer al simple pragmatismo del letrado. En el caso anterior,
como en muchos otros, el Derecho real no disponía de disposición concreta tan
clara y rotunda como la del Digesto. Esta extendida opinión hacía que los letra-
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130 Jesús, María y Joseph, S. Joaquín y Santa Ana. A legación en derecho por..., B.U.V., Varios 54,
núm. 8, párs. 4 a 11, especialmente este último. 



dos acudieran directamente y en primer lugar a la doctrina y a las leyes romanas.
De cualquier manera, cuando coinciden varios derechos lo normal es que se ale-
guen por este orden: Derecho romano, doctrina y, finalmente, Derecho real.

A lo largo de toda la argumentación o discurso, el abogado se sirve de una
serie de técnicas y recursos estilísticos que ya venían siendo utilizados, desde
siglos atrás, por todo tipo de juristas en general. Las distintas corrientes doctri-
nales que con el tiempo se sucedieron influyeron decisivamente en la forma de
argumentar de los abogados del XVIII, de manera que claramente se ve cómo
éstos estaban empapados de sus mismas pericias y procedimientos discursivos.
Salvando distancias, podemos afirmar que las huellas del método de los glosa-
dores y, sobre todo, del mos italicus, son más que evidentes. 

Nos encontramos ante un discurso en absoluto original, que ya era utiliza-
do desde siglos anteriores y que en nada cambió a lo largo de todo el XVIII;
resultado de un estilo argumentativo y dialéctico basado en un razonamiento
lógico y enteramente inductivo a través del cual, y partiendo del máximo posi-
ble de supuestos fácticos y jurídicos, se formulan los enunciados que se preten-
de defender y que son los enunciados que encabezaran las distintas partes del
Derecho. Con todo ello se obtiene un discurso casuístico, de resultados concre-
tos y poco o nada sistemático, en claro paralelismo con la jurisprudencia propia
del mos italicus 131. Pero la falta de originalidad ya no residía solamente en la
forma del discurso en general, sino además en el de cada abogado en particular,
por cuanto que no se observa diferencia alguna entre el discurso de los distintos
profesionales. Más que una creación propia semeja una copia y recopilación de
enunciados ajenos adaptados al supuesto concreto. No se observan diferentes
tipos de discursos o narraciones. Todas las alegaciones están redactadas sobre el
mismo patrón y esquema.

Si bien el carácter argumentativo del discurso es apreciable con la simple
lectura de toda alegación, el dialéctico normalmente se nos muestra recubierto
por aquél, del que se presenta como accesorio, a la vez que inseparable. Esta
forma dialéctica supone el previo conocimiento por parte del letrado de la ale-
gación de la parte contraria, o al menos la sospecha e intuición de cuáles van a
ser los argumentos en que basará su defensa. Es más, esta dialéctica no solo se
manifiesta desde la argumentación de una alegación frente a la otra, sino tam-
bién, y por ejemplo, con respecto a las dos posibles direcciones doctrinales que
pueden existir sobre un mismo punto y que, como hemos visto, las puede apor-
tar un mismo letrado con la intención de defender la suya a través del ataque a
la otra. En otras ocasiones el abogado se sirve de un método dialéctico puro en
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131 F. TOMÁS Y VALIENTE, El Derecho penal..., p. 117, y T. VIEHWEG, Tópica y Jurisprudencia,
Madrid, 1986, p. 98. 



el sentido literal de la palabra. Es el caso de la alegación de Nebot y Sanz de
1748, en la que continuamente se vale de preguntas formales dirigidas a la otra
parte e incluso a sí mismo, respondiéndose o dejando en el aire la respuesta, por
considerarla suficientemente esclarecedora. En todo este cometido los abogados
se valían, entre otras, de las cinco siguientes técnicas: 

A) A través de la técnica analítica se busca el significado y el alcance de los
términos y expresiones que aparecen en las disposiciones de última voluntad,
especialmente de aquellos vocablos que pudieran ser más controvertidos, con el
fin de relacionarlos e incluirlos dentro, tanto de los conceptos o figuras jurídicas
aportadas, como de las normas que los regulan. En cierta manera, se trata de
generalizar situaciones específicas y reconducirlas a ideas básicas o comunes. Ya
he dicho que el análisis de las normas era, sin embargo, más propio de los auto-
res —de ahí la abundancia de citas doctrinales—, mientras que los abogados
solo lo hacían ocasionalmente. 

B) Los abogados complementaban el análisis conceptual con otro exegéti-
co sobre los mismos términos, en el sentido de búsqueda gramatical y semánti-
ca de las palabras. En esta interpretación se recurre tanto a fuentes internas 
—derivadas de la misma alegación—, como externas —principios generales del
derecho, citas de clásicos, diccionarios, etc.—. En este sentido, son ideas comu-
nes la de que «las palabras, oraciones o cláusulas indefinidas ni contienen uni-
versalidades, ni a ellas equivalen en fuerza de su propia natural significación, si
solo por conjetura y benigna interpretación». O la más importante y repetida de
que «las palabras no solo anteriores sino también posteriores, siendo claras,
determinan las siguientes, precedentes o intermedias dudosas y ambiguas»132, es
decir, «que una parte del testamento declara la otra»133. Pero en busca de la inter-
pretación más favorable de las cláusulas testamentarias, los abogados llegan a
expresar ideas tan vagas y confusas como las siguientes —con respecto al alcan-
ce de la «voluntad expresa»: 

Para demostrar la notoria injusticia del laudo [...] se hace precisso manifestar
que es notorio el que don Antonio Síscar no quiso [...] Esta notoriedad se
prueva por el expresso de la disposición de don Antonio. Dícese expresso no
solo lo literal, sino también lo que se infiere con legítima consequencia de lo
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132 J. M. J., A legación en hecho y drecho por don Juan Fermín Sanz..., B.U.V., Varios 298, núm. 10,
párs. 56 y 11, respectivamente. Sobre esta segunda frase véase también la alegación Jesús, María
y Joseph. Por el Excmo. Señor don Diego de Fenollet, Grande de España Honorario..., B.U.V.,
R-2/360, núm. 6, pár. 18, cuando dice que «la mente del que dispone se regula por las cláusulas
antecedentes y subsequentes».

133 Jesús, María y Joseph, San Antonio de Padua y Santa Rita de Casia. A legación jurídica por...,
B.U.V., Varios 240, núm. 27, p. 16, pár. 25.



que se lee, o lo que se encierra en la naturaleza de las palabras [...] y que en
caso de obscuridad tiene lugar la interpretación declarativa en quanto la expo-
sición sea congrua y conveniente a las mismas palabras, entendiéndolas en el
común uso de hablar y del que las profiere, se va aora a demostrar que por las
palabras de la cláusula y según la naturaleza de la disposición testamentaria,
es igualmente expressa134. 

Mientras que la técnica exegética es muy propia de la argumentación fácti-
ca —como hemos visto—, la analítica lo es más de la jurídica. Infinitos son los
ejemplos que podríamos aportar sobre la utilización de estas dos técnicas, que,
eso sí, las encontraremos siempre inseparables. 

Uno de los vocablos que más se discutirá es el de hijos; si viene referido tan
solo a los varones o si incluye también a las hembras. Los abogados José
Beneyto y Benito Delfí convienen en que bajo la expresión filiorum se com-
prenden tanto varones como hembras, especialmente en materia de mayorazgos,
en donde se busca la perpetuidad del vínculo, y más cuando a esta expresión se
le une la de descendientes. Pero no así cuando el vocablo es el de hijo o nieto en
singular, que excluye terminantemente a las hembras135. También, y sobre todo,
se discute si el vocablo hijos es utilizado o no de forma genérica, es decir, com-
prendiendo solo a los verdaderos hijos o también a los nietos y demás descen-
dientes. El abogado José Musoles reconocía ser esta «questión tan vaga y difu-
sa, que sola una decisión no lo termina, si que atendidas las circunstancias, o
bien se afirma el llamamiento, o del todo se les niega [...] y que todo esto pende
de la voluntad del testador, discurriendo siempre por conjeturas». En este senti-
do aportaba hasta seis conjeturas, tomando como base el que, si bien en los fidei-
comisos hechos por transversales o extraños esta cuestión era realmente dudosa,
cuando la disposición era de ascendientes en favor de descendientes se resolvía
generalmente en favor de la inclusión de los nietos. Sin embargo, el mismo abo-
gado se había manifestado en contra de este tipo de razonamiento, cuando en la
página anterior había dicho, que «para tener lugar los efectos de aquella substi-
tución recíproca se necessita de formal expressión, no bastando las conjetu-
ras»136. Juan Bautista Navarro Tormo generalizaba diciendo, que cuando se tra-
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134 Jesús, María y Joseph, y San Antonio de Padua. Demostración del drecho..., B.U.V., R-2/361,
núm. 10, pp. 7 y 11. 

135 Derecho que assiste a D.ª Pasquala Anteume y Salazar..., B.U.V., Varios 54, núm. 6, párs. 4 ss.,
y Jesús, María y Joseph, San Antonio de Padua y Santa Rita de Casia. A legación jurídica por...,
B.U.V., Varios 240, núm. 27, párs. 42 y 43, respectivamente, para cada letrado.

136 J. M. J. Manifiesto legal, que proponen a los señores de la Real Sala el Dr. Juan Antonio Rumbau,
Isabel María, Josepha María, y María Antonia Rumbau..., B.U.V., R-2/361, núm. 26, p. 10, pár.
28, y p. 9, pár. 24, respectivamente. El subrayado es del propio texto. 



taba de fundación de mayorazgos o fideicomisos, la palabra «hijos» o «hijas»
siempre comprendía a los nietos, nietas y demás descendientes137. 

También fue cuestión muy debatida si por el absoluto e indefinido llama-
miento de varones se entendían solamente los agnados o también los cognados.
El mismo Navarro Tormo, después de aportar autores defensores de ambas pos-
turas, termina diciendo —como siempre se hacía—, que la resolución dependía
de las presunciones y circunstancias que concurrían en cada uno de los casos, sin
poderse dar determinada ni universal regla. En este caso se decantaba por la
agnación, al ser el fundador varón y llamar a todos los varones con exclusión de
hembra, entendiendo que la palabra «varones» en el más excelente y legal sig-
nificado debía tomarse no por el sexo, sino por la línea masculina. Según él,
hubiera sido de cognación si se hubiera fundado por hembra o el primer llama-
do hubiera sido de línea femenina138.

Tomás Ferrandis de Messa se extiende en explicar la diferencia entre urbs
y ciudad, ya que el hermano de su defendida, Rosa Císcar, le había dejado a ésta
todos los bienes sitos en la ciudad de Denia, con lo que bajo el significado de
ciudad interesaba comprender no solo los bienes que estuvieran dentro de sus
muros, sino en todo su término. Además de alegar que esta interpretación era la
más conforme con la voluntad del testador, aportaba en su razón varios textos de
Derecho romano, según los cuales urbs era un concepto que se definía con el
arado, mientras que ciudad comprendía el cuerpo civil de los ciudadanos que
vivían bajo un gobierno y leyes, así como el territorio al que llegaba la potestad
del magistrado urbano. Es interesante observar la contradicción en que incurría
aquí este abogado. Además del anterior razonamiento, alegaba otros muchos
para convencer de que bajo la expresión de ciudad se comprendía todo su tér-
mino, no habiéndose equivocado el testador en la utilización de este término. No
obstante, anteriormente se había manifestado en el sentido de que se debía obser-
var solo la verdadera voluntad del testador, «porque tratamos del significado de
una expressión dicha, no por un hombre que vivió en tiempo de los romanos o
godos, ni que fue perito de sus costumbres y estilos, sino de un sugeto que murió
el otro día en este Reyno, no inteligente en letras, y que devió hablar en aquel
sentido natural que regularmente hablan todos los de este país». Es decir, que si
el testador desconocía el verdadero y originario significado técnico de la palabra
ciudad, el abogado tan solo podía defender su postura basándose en su voluntad,
debiendo obviar en este caso tan extensa alusión a los textos romanos. Parece
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137 Jesús, María, Joseph. Por don Vicente Luis León y Pallarés..., B.U.V., Manuscritos 623, núm. 5,
párs. 83 ss. 

138 Jesús, María y Joseph. Por don Vicente Luis León y Pallarés..., B.U.V., Manuscritos 623, núm. 5,
párs. 32 ss. 



que el letrado intentaba demostrar su dominio no solo del Derecho romano, sino
también de su lengua. Debido a la inconsistencia de toda argumentación lin-
güística, Ferrandis de Messa recurre a la hipotética —e igualmente inconsisten-
te— intención del testador, al hacerse la siguiente pregunta: 

¿[...] qué cosa más favorable y correspondiente a las reglas de derecho, que
se dé aquella interpretación por la qual dos herederos se entiendan instituidos
con más igualdad?139.

Antonio Jáudenes y Amad, letrado de la parte contraria, no necesitaba
enzarzarse en discusiones terminológicas. Si bien acepta la diferencia que los
romanos establecían entre civitas y urbs, también decía que en estos reinos la
voz ciudad englobaba ambas realidades; es decir, lo comprendido en el recinto
de las murallas y, como mucho y en un sentido amplio, los arrabales. Lo que sí
hace este abogado es apoyar su postura a través de la explicación detenida de
casos parecidos tratados por los jurisconsultos Paulo y Scévola, acontecidos en
las ciudades de Roma y Cádiz, respectivamente140.

Muchas más eran las palabras que se convertían en el centro de disputa:
desde y hasta, dicho y en tal caso, entre y et...141. 

Hay ocasiones en que simplemente se busca la definición de un vocablo.
Incluso se acude a la ayuda del diccionario de la Real Academia y a la traduc-
ción de palabras del valenciano al castellano, o de cualquiera de estos dos idio-
mas al latín142. En otras ocasiones se discute el alcance de toda una expresión. Es
el caso de «aviendo entrado a poseer los sobredichos bienes»; si conllevaba o no
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139 Jesús, María, Joseph y San Felipe Neri. A legación por don Pedro Císcar..., B.U.V., R-2/361, núm.
9, p. 9, pár. 10, y p. 13, pár. 18.

140 Jesús, María y Joseph, y San Antonio de Padua. Demostración del drecho..., B.U.V., R-2/361,
núm. 10, pp. 8 ss. y 23.

141 Véase, respectivamente, Jesús, María, Joseph y San Felipe Neri. A legación por don Pedro
Císcar..., B.U.V., R-2/361, núm. 9, párs. 26 ss; Jesús, María Joseph. Por el deán y cabildo de la
santa iglesia de la ciudad de Orihuela..., B.U.V, R-2/361, núm. 34, párs. 36 y 43, y Jesús, María,
Joseph y Santa Ana, San Joaquín y San Antonio de Padua. Por el Dr. Joseph Vicente Nogués...,
B.U.V., Varios 77, núm. 17, párs. 45 y 87.

142 En el párrafo 15 de la alegación Jesús, María y Josef. A legación en derecho por don Salvador
Pascual y Bas..., B.U.V., Varios F/18, núm. 5, el abogado se remite al Diccionario Castellano de
la Real Academia Española, y a «otros muchos», para explicar el significado de las palabras uti-
lizadas por el fundador del vínculo todo y disponer. La primera la interpreta como «entera y abso-
lutamente o con todas las cincunstancias», y a la segunda le da el significado de «despotismo y
libertad». Véase en Jesús, María y Joseph, Joaquín y Ana, y Santa Teresa de Jesús. Informe jurí-
dico que presenta..., B.U.V., Varios 240, núm. 2, párs. 37 ss., la conjunción disyuntiva ne en
valenciano, ni en castellano y nec en latín. 



la condición de haber poseído143. Para ello el letrado busca a menudo la preten-
dida acepción latina del vocablo castellano o valenciano utilizado. En este caso
equipara esta expresión a la latina si heredes fuerint, vel si hereditatem adierint,
concluyendo que el testador tan solo expresó lo que creyó que acontecería, sin
exigir ninguna posesión. 

También será muy discutido el carácter, bien copulativo bien disyuntivo o
alternativo —según conveniencias—, de aquellas condiciones que aparecen jun-
tas y cuyo cumplimiento exige el causante para que tenga lugar lo dispuesto. Así,
los albaceas testamentarios consideran que cuando entre las diferentes condicio-
nes disyuntivas bajo las cuales se hacen en los testamentos algunas sustitucio-
nes, una de ellas es morir sin hijos, en tal caso las disyuntivas se convierten a
jure en copulativas, y es preciso que se cumplan todas las condiciones de la dis-
posición para que tenga lugar la sustitución, lo que basan en la ley generaliter 6,
título 25 de insist. & substit. del Código. El abogado de la parte contraria opi-
naba que aun los tribunales diferían en casos semejantes, por lo que se debía
estar al supuesto particular y a la mente del testador, que en este caso, evidente-
mente, favorecían la interpretación de que, cuando entre las condiciones alter-
nativas se hallaba la de sine filiis, verificándose ésta, no se convertían en copu-
lativas. Para lo que aportaba las opiniones de Mainardo, Brunneman o
Fontanella, entre otros, que, además, rebatían e interpretaban dicha ley en su
favor. El mismo abogado aducía también, que en el caso de que el destinatario
fuera la Iglesia o cualquier otra obra pía en beneficio del alma del testador, las
condiciones disyuntivas no se convertían en copulativas144. En definitiva, que
siendo el ánimo del testador establecer condiciones disyuntivas, los términos
dudosos del testamento se deben a la falta de inteligencia de aquél o a la impe-
ricia del escribano145.

Pero de todas las alegaciones hay una que especialmente llama la atención.
Se trata de la pretensión del abogado José Nebot y Sanz de interpretar los tér-
minos «como él quiera y le parezca», no como una concesión de libre y absolu-
ta voluntad, sino regulada y equiparable a la no menos insegura condición del
«arbitrio de buen varón»146. Gaspar José instituyó heredero a su hijo Gaspar
Miguel José, con pacto, vínculo y condición de que dejando hijos tendría que
dejarles esa herencia a su libre voluntad, como si fueran suyos y en los términos
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143 Jesús, María, Joseph, San Bartholomé y Santo Tomás de Villanueva. Por el rector, clero y bene-
ficiados..., B.U.V., R-2/361, núm. 27, p. 19, pár. 26. 

144 Jesús, María y Josef. Memorial en Derecho del que assistía a doña Josefa Marimón..., B.U.V.,
Varios 298, núm. 7, párs. 1 ss.

145 Por Dña. Esperanza María Vilanova, vecina de..., B.U.V., Varios 298, núm. 8, pár. 7. 
146 Jesús, María y Josep, y San Francisco de Paula. Apuntamiento legal del derecho que assiste a

Rosendo Sanchis..., B.U.V., R-2/361, núm. 33. 



dichos. Tuvo este último cinco hijos, entre los cuales repartió el patrimonio de
la herencia valorado en 15.970 libras, de las cuales a Rosendo Sánchiz solo dejó
40 de alimentos. La completa alegación se fundamenta en interesadas interpre-
taciones, así de la voluntad del primer testador como del significado de aquellos
vocablos. Se rechaza tajantemente la equiparación de aquellos términos con los
de libre albedrío y elección voluntaria, y entiende que aquél que en nombre de
otro dispone siempre debe hacerlo a arbitrio de buen varón, aunque se le diera
libre facultad para ello. Además, opina que la palabra «entre», utilizada en este
caso, tiene un carácter distributivo que emana de la verdadera voluntad del pri-
mer testador, que de ninguna manera se entrevé en la distribución hecha por su
hijo, y que si realmente aquél hubiera querido concederle semejante libertad, lo
hubiera hecho utilizando los términos que en los testamentos otorgados en tiem-
pos de Furs siempre se usaban, como eran «dando a uno más, a otro menos y a
otro nada». Por lo que lo más equitativo y conforme a la voluntad del abuelo sería
la partición en iguales porciones. Finalmente, Nebot y Sanz aporta una interpre-
tación muy libre de las —según él— fraudulentas intenciones del segundo testa-
dor, que explicarían esta desproporcionada distribución. Se trataba de que no
pudiendo disponer en favor de su consorte lo hizo en favor del hijo menor, y para
el caso de fallecer éste sin legítimos descendientes pasaran los bienes al menor
de los restantes, para que mientras tanto pudiera aquélla disfrutarlos.

C) Tanto en la inclusión de cada uno de los enunciados o sentencias que
aporta el letrado dentro de las normas jurídicas alegadas, como en la interpreta-
ción de las palabras del testador, los argumentos de la communis opinio docto-
rum y, sobre todo, de la auctoritas eran imprescindibles. 

La práctica seguida por los abogados evidencia la convicción de que cuan-
to más estuviera generalizada entre los autores una opinión, mayor posibilidad
tendría de ser cierta, enlazándose así con el criterio de la probabilidad. Cuanto
más estuviera generalizado el recurso a un doctor, mayor razón para seguir recu-
rriendo a él. Con lo que el interés por acumular citas, más que de leyes de auto-
res, llega a ser un abuso, a convertirse casi en una obsesión. Todo esto configu-
rará un Derecho de juristas en el que cualquier argumento, por obvio que fuera,
necesitaba ser apoyado por el mayor número posible de citas, buscando así un
mayor convencimiento del juzgador147. Además, el recurso a la autoridad tam-
bién servía para solucionar las contradicciones que pudieran existir entre las dis-
tintas fuentes jurídicas, que se dirimían en favor de la opinión del autor con más
prestigio148, así como para dar autoridad a las conjeturas149. 
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147 J. BARRIENTOS GRANDÓN, «Mos italicus y praxis..., pp. 380-381. 
148 P. NOLASCO DE LLANO, Compendio de los comentarios..., p. 10. 
149 Solórzano Pereyra manifestaba lo siguiente: «Y esto será más cierto si siguiéremos la doctrina de

los que enseñan que estamos obligados a seguir quando juzgamos o aconsejamos las opiniones



Berní y Catalá, muy escéptico en este sentido, reflejó claramente en su obra
El abogado penitente y el pleyto más importante cómo los abogados utilizaban
el criterio de la probabilidad. En contestación al confesor en un figurado diálo-
go, el letrado manifestaba: «Mi facultad es de abogado, procuro las defensas
siguiendo lo más probable y a veces lo menos probable, según viene y al tenor
de lo que enseñan los autores»150. Párrafos más adelante de la misma obra, Berní
exponía la distinción que establecían los letrados entre opinión probable y opi-
nión más probable. La probable era la defendida por algún autor y la más pro-
bable la que defendían más autores. Pero Berní replicaba con otra distinción
diferente:

La probable es la que un autor sigue con fundamentos ajustados a razón, y la
más probable es la que tiene fundamentos más ajustados. Y esta razón ha de
ser al tenor de la mente del propio legislador, no del estraño. Y assí, el núme-
ro de los autores no es del caso, pues la multitud de autores por sí solo prue-
va que unos siguen a otros, y assí se ha de atender a los fundamentos, no al
número de autores151.

A pesar de todo, Berní no deja de aceptar —o al menos consentir— la vali-
dez del criterio de la probabilidad cuando distinguía su distinta influencia entre
moralistas y jueces. Para aquéllos se podía defender «por opinión probable», para
éstos se debía sentenciar «por la más probable». Siempre, claro, de no haber
«punto fixo», pues en ese caso cesaban las opiniones y todos estaban obligados a
seguir lo cierto152. De forma parecida se expresaba Antonio Gómez, para el que se
debía seguir la opinión común salvo cuando ésta era evidentemente falsa, pues
entonces debía atenderse al criterio individual aunque fuera propio de un solo
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comunes y más probadas o probables, y que pecan los que hacen lo contrario, como ponderando
para ello algunos textos y doctrinas de Santo Tomás y de muchos teólogos y juristas, lo dicen
Navarro, Covarrubias y otros infinitos que refieren Cateliano Cota, Zevallos y Torreblanca.
Aunque Mastrillo viene a resolver que podría tener excusa el juez que juzgase contra alguna opi-
nión común cuando hallase ley o razón contraria que manifiestamente la convenciese. Y Juan
Sánchez, después de haber disputado bien este punto de las opiniones comunes y probables, tam-
bién concluye que estará seguro en conciencia el que reduce y sigue en práctica opiniones esco-
lásticas y teóricas, si siente con juicio cierto y especulativo que son probables, pero no si este jui-
cio no fuese cierto y firme, porque en esa duda más se debe arrimar a la común opinión». Véase
J. DE SOLÓRZANO PEREYRA, Política, t. II, 5, 8, 29, f. 323. A lo que añadía: «el que sigue [refi-
riéndose al juez] una opinión probable de uno u otro autor, queda seguro en conciencia, según
dicen todos» (T. II, 4, 1, 35, f. 7).

150 J. BERNÍ Y CATALÁ, El abogado penitente..., p. 5. 
151 J. BERNÍ Y CATALÁ, El abogado penitente..., p. 13.
152 J. BERNÍ Y CATALÁ, El abogado penitente..., p. 18.



autor. Justo lo contrario de lo que decía Castillo, quien desconfiaba de la opinión
sustentada por un solo jurista por muy prestigioso que éste fuera153. Ciertamente,
ésta era la opinión que predominaba entre letrados y juristas en general. 

Al mismo tiempo que la probabilidad jurídica nos encontramos con la siem-
pre presente probabilidad fáctica o «intrínseca», que es la que se refiere a la opi-
nión más probable y segura dentro de las diversas que se pueden extraer de la
lectura de una disposición testamentaria, y que es a la que se debe atender en juz-
gar según Justiniano (ley Deo authore 1 del Código)154. Y así lo expresaba el
letrado José Vicente Nogués Escrivá y Castellvía155. 

Pero en la siempre presente búsqueda de autoridad, hasta los mismos abo-
gados reconocen que algunos juristas de prestigio no terminaban por resolver
claramente alguna cuestión. Luis de Molina, por ejemplo, no terminaba de deci-
dirse si, fenecidos los agnados y debiendo hacer tránsito la sucesión a las hem-
bras, debían preferirse las de la línea del último poseedor o bien las de la línea
primogénita. En este caso, el abogado Tomás Fernández de Mesa aporta toda una
serie de doctores en favor de la primera opción, para terminar diciendo que el
mismo Molina opinaba que, si bien la hembra una vez excluida debía presumir-
se perpetuamente excluida, aunque cesara la cláusula de la exclusión, esto se
limitaba en los mayorazgos, puesto que la hembra excluida debía admitirse
siempre que falleciera la persona que la excluyó y sus descendientes156. 

Con esto enlazamos directamente con las conjeturas y las comparaciones,
que veremos a continuación. En una disputa sobre fideicomiso se pueden apor-
tar defensas como esta: 

Hay muchas cosas que por sí solas, esto es, por estar desnudas de circunstan-
cias, no pruevan. Si a estas tales se añaden otras, y por añadidura se circuns-
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153 F. TOMÁS Y VALIENTE, El Derecho penal..., p. 136. 
154 Jesús, María y Josef. Memorial en Derecho del que assistía a doña Josefa Marimón..., B.U.V.,

Varios 298, núm. 7, pár. 14. 
155 «Si cada una de las razones expressadas no fuesen suficientes, todas juntas dexarán sin questión

la pretensión de mi parte, por quoadiuvarse a este efecto unas de otras. Sin embargo que algunos
doctores quieren que cada una de ellas sea perfecta en su género y aprobación por el derecho.»
Véase en Jesús, María, Joseph y Santa Ana, San Joaquín y San Antonio de Padua. Por el Dr.
Joseph Vicente Nogués..., B.U.V., Varios 77, núm. 17, pár. 50. 

156 En la aportación de los doctores, y de forma parecida a como decían otros abogados, Fernández
de Messa manifestaba que «lo grave de la dificultad y el assumpto del pleyto me franqueavan un
hanchuroso campo para extender la pluma, pero siguiendo mi costumbre de ceñir mis alegacio-
nes a lo preciso de la dificultad, me contentaré en proponer brevemente los autores que expro-
fesso han escrito sobre el assumpto, y las razones que ab intrinseco hacen más segura su opi-
nión». Véase en Jesús, María y Joseph, San Joaquín y San Felipe Neri. A legación jurídica por D.
Joaquín Villarraza..., B.U.V., Varios 240, núm. 26, pár. 17. 



tancias, ya prueban. Y así lo que se ha de advertir es si aquella unión contri-
buye o no a circunstanciar. Una espada por sí nada significa, la turbación por
sí nada prueba. Pero póngase que haya sucedido una muerte, que uno salga
turbado del lugar donde está el difunto, y que salga con la espada ensangren-
tada, y se verá lo que arguye. Porque toda esta unión de circunstancias no
suele concurrir en otro acto que el de una muerte violenta157.

D) Como ya hemos visto, abundaba el recurso a la comparación o analogía.
Nolasco de Llano, siguiendo a Antonio Gómez, consideraba que el juzgador
debía resolver según analogía en defecto de ley real, fueros, Partidas, Derecho
canónico y romano, costumbre, razón natural y autores158. Pero los letrados no se
sirven tanto de la analogía legal como de supuestos de hecho similares tratados
por la doctrina o por los tribunales —nunca creación de los mismos letrados—,
para así establecer paralelismos con el caso en cuestión. Se trataría, más bien, de
una comparación de situaciones. Y de nuevo nos encontramos con el criterio de
la autoridad159. 

José Nebot y Sanz redactaba en 1742 una alegación, en segunda instancia,
que por su contenido parece tener poco fundamento jurídico. Se basa esencial-
mente en la pretensión de equiparar el verbo «querer» al arbitrio regulado del
buen varón, especialmente cuando va acompañado del verbo «parecer», lo que
fundaba en numerosas citas doctrinales. Debido a sus exiguos razonamientos
jurídicos, es por lo que creo que en las escasas siete páginas dedicadas al
Derecho se describen hasta cuatros casos que, pretende, semejantes160. Rosendo
Sanchis impugnaba el testamento de su padre, Gaspar Miguel Sanchis, por haber
distribuido de manera desigual entre él y sus otros cuatro hermanos la herencia
que provenía de su abuelo, Gaspar José Sanchis. Según Rosendo Sanchis, de la
facultad que concedió su abuelo a su padre para que distribuyera entre sus hijos
los bienes que le había dejado, «como de cosa suya propia y como él quiera y le
parezca», no podía derivarse más que la división de los bienes en partes iguales.
El nieto, creyéndose perjudicado, apoyaba esta tesis, además, por el hecho de
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157 Jesús, María, Joseph, y S. Francisco de Paula. A legación del derecho que assiste a Da. Antonia
Agulló..., B.U.V., R-2/360, núm. 22, p. 14, pár. 26.

158 P. NOLASCO DE LLANO, Compendio de los comentarios..., pp. 8-10. 
159 En otras ocasiones, incluso, se aportan ejemplos originarios de los clásicos, o modelo Ticio-

Cayo. Jesús, María, Joseph. A legación en derecho que presenta a los señores..., B.U.V., R-2/361,
núm. 12, pár. 21; Addición II. En corroboración del drecho que assiste a doña Jacinta Domingo...,
B.U.V., R-2/361, núm. 13 bis, o Jesús, María, Joseph y Santa Anta, San Joaquín y San Antonio
de Padua..., B.U.V., Varios 77, núm. 17, pár. 87. 

160 Jesús, María, Joseph, y San Francisco de Paula. Apuntamiento legal del derecho que assiste a
Rosendo Sanchis..., B.U.V., R-2/361, núm. 33, pp. 6-8.



que su abuelo no había incluido en su testamento la expresión «dando a uno más,
a otro menos, y a otro nada». Según Nebot y Sanz era esta cláusula la que en
tiempos de Furs denotaba claramente el arbitrio absoluto, por lo que su no apa-
rición en el testamento otorgado en 1683 implicaba la división equitativa de sus
bienes. 

Pero no todas las comparaciones se establecen en términos jurídicos.
Ignacio Llopis Ferris y Salt, defendiendo en su pleito la preferencia de la mayo-
ría de edad natural sobre la primogenitura civil, se despliega en curiosas com-
paraciones artísticas161.

E) También es constante la aportación de argumentos de equidad, principios
generales del derecho, axiomas vulgares o lugares comunes de la jurisprudencia,
es decir, tópicos. Ciertamente, no aportan nada por sí solos a la resolución de la
controversia, al menos en un principio. Más bien, parece que actúan a modo de
embellecimiento del discurso o simple relleno. Sin embargo, su eficacia en los
tribunales está asegurada; así lo interpreto de su profusión. 

Son multitud los lugares comunes que podríamos aportar. De nuevo, su
legitimidad y categoría vendrán determinadas por la autoridad de que procedían.
El abogado José Guillem Buzarán dice, que «es innegable que el complejo de
circunstancias que juntas constituyen verosimilitud en la cosa o pensamiento
conducen a una certeza moral»162. Llopis Ferris y Salt manifiesta, que «toda dis-
posición general o particular no solo admite extensión y restricción por su causa
final, sino que también faltando ésta falta del todo la disposición», o que «en
derecho tiene más fuerza la negación para contradecir, que la afirmación para
destinar»163. Vicente Ignacio de Tormos decía que «lo que está puesto en la con-
dición no se entiende puesto en la disposición»164. O el letrado Carlos Sancho,
que exponía que doña Antonia Borrás no tenía derecho a reclamar cosa alguna
de la herencia de don Vicente Vidal por haber aceptado el legado que se le dejó
en pago. Y esto en base al principio de Papiniano por el cual el legatario que
acepta un legado con algún cargo que exceda su utilidad, no tiene regreso para
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161 «Del mismo modo que si a un perito en la escultura se le mandase dar graduación entre dos imá-
genes sin tener respeto al material de que estarán formadas, devería anteponer aquella que estu-
viesse más ajustada a las perfecciones de la naturaleza, por más que la otra, siendo formada de
oro, la excediesse en el valor.» Véase en Jesús, María y Joseph. Informe legal por don Juan
Bautista Llopis Ferris y Salazar..., B.U.V., Varios 54, núm. 7, párs. 7 ss. 

162 J. M. J. A legación en hecho y drecho por don Juan Fermín Sanz..., B.U.V., Varios 298, núm. 10,
pár. 29. 

163 Jesús, María y Joseph. Informe legal por don Juan Bautista Llopis Ferris y Salazar..., B.U.V.,
Varios 54, núm. 7, párs. 5 y 7, respectivamente.

164 J.M.J. Informe breve y jurídico por Antonio, Carlos, Ángela y Teresa Genovés..., B.U.V., Varios
240, núm. 1, p. 11, pár. 24. 



pedir el exceso, por cuanto teniendo aceptado el legado no puede rehusar sus
calidades y cargas como a parte del legado165. Evidentemente, cada uno de estos
principios vendrían acompañados de sus respectivos doctores. Los ejemplos
serían innumerables, ya que, en definitiva, todas las alegaciones son, en su tota-
lidad, una apelación constante a los tópicos. Así opinaba Viehweg166.

A modo de conclusión 

Como resultado de la utilización de todas estas técnicas, se obtiene un dis-
curso eminentemente casuístico en todos los sentidos, tanto en los hechos como
en el derecho, que utiliza un lenguaje sencillo pero eminentemente reiterativo y
frecuentemente farragoso aunque, por lo general, fácilmente comprensible. Esta
reiteración, por la que una misma idea se repite hasta la saciedad, la apreciába-
mos también en el contenido de cada uno de los escritos que interponía cada
parte en el pleito, en los que primeramente se hacía una recopilación de todo lo
actuado hasta el momento y se recordaban las pretensiones planteadas. El letra-
do pretende no dejar ningún cabo suelto, dejar las cosas bien sentadas y hacer-
las lo más fáciles y comprensibles posibles, enfocando sus ideas desde todos los
puntos de vista posibles, de manera que dé la impresión de que la razón está de
su parte. Pero esta reiteración no se da solo dentro de una misma alegación. En
dos memoriales de la misma parte y sobre el mismo tema, una en primera ins-
tancia y otra en segunda, esta última puede llegar a ser prácticamente una copia
de la anterior, aunque no aparezcan firmadas por el mismo abogado167. 

El centro de toda discusión y argumentación fáctica, y por derivación jurí-
dica, de las alegaciones sobre cuestiones sucesorias gira en torno a la búsqueda
de la pretendida voluntad del testador. Los letrados interpretarán los hechos y
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165 Párrafo 23 de la alegación Jesús, María, Joseph. A legación en derecho que presenta a los seño-
res..., B.U.V., R-2/361, núm. 12. 

166 «La tópica ha prestado, como hemos visto, grandes servicios a la jurisprudencia, pero, como
hemos visto también, hace que la jurisprudencia no pueda convertirse en un método, pues solo
puede llamarse método a un procedimiento que sea comparable por medio de una lógica riguro-
sa y cree un unívoco nexo de fundamentos, es decir, un sistema deductivo. La jurisprudencia, que
hasta aquí hemos descrito, no es un método, sino un estilo, que tiene, como cualquier otro esti-
lo, mucho de arbitrio amorfo y muy poco de comprobabilidad rigurosa. Con alguna aptitud se
puede imitar y practicar. Puede incluso alcanzar, como actitud espiritual que se ejercita, un alto
grado de perfección. Pero solo el proyecto de un sistema deductivo puede hacer de este estilo un
auténtico método.» Véase T. VIEHWEG, Tópica y..., p. 115.

167 Alegaciones Jesús, María y Josef. Memorial en Derecho del que assistía a doña Josefa
Marimón...; y Por Dña. Esperanza María Vilanova, vecina de la ciudad de Valencia..., B.U.V.,
Varios 298, números 7 y 8, primera y segunda instancia, respectivamente. 
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darán a las disposiciones testamentarias el significado y el alcance que más se
acomode a sus intereses. 

Aunque los abogados conocían perfectamente la prelación de las fuentes
del Derecho, recordada en el reciente auto de 4 de diciembre de 1713, raramen-
te lo demostraban a la hora de apoyar sus pretensiones. Las razones podían ser
variadas. Desde el mayor prestigio del Derecho común, considerado como razón
natural, a la dificultad de conocer el Derecho real, que no se estudiaba en las uni-
versidades, pasando por la mayor facilidad con que podían manejarse en los tex-
tos doctrinales. No podemos olvidar que los jueces también habían sido instrui-
dos, como los letrados, esencialmente en Derecho romano, y aunque en el
momento de sentenciar lo hicieran conforme al Derecho real, la abultada alega-
ción de aquel Derecho y de la doctrina condicionaría en gran medida la decisión
final. Además, el Derecho romano no solo está presente en los memoriales cuan-
do se alegan sus disposiciones directamente, sino que también constituye el
objeto de gran parte de los comentarios de los autores, y conforma el contenido
de la mayoría de las reglas o principios de derecho. 

Estamos ante un discurso y unas formas totalmente anquilosadas en el tiem-
po. Si en el siglo anterior el tipo de razonamiento que se utilizaba ya se había
demostrado reiterativo y acabado, a finales del XVIII se nos presenta obsoleto y
decadente. Y ello a pesar del número creciente de juristas que se manifestaban
contra tanta vulgarización y acumulación de doctrina. Podemos decir, en senti-
do figurativo, que los abogados no crean en absoluto Derecho; sencillamente se
limitan a aplicarlo. Su discurso jurídico se limita a alegar los autores y las leyes
que, según ellos, tratan sobre el asunto discutido, sin ningún tipo de valoración
o aportación personal. Se trataba de acoplar o encajar la postura defendida en los
pasajes de los prontuarios o alfabetos de citas que manejaban. Donde sí parece
que se desarrolla en alguna medida el trabajo del abogado es en el discurso y
narración de los hechos, por cuanto que aquí el abogado debe interpretar por sí
mismo los acontecimientos. Además, debía darles el enfoque más favorable para
su parte. Pero ni aun así su labor se nos presenta, en absoluto, original. En últi-
ma instancia todas las cuestiones de hecho guardarán gran similitud entre sí, de
manera que el común recurso a las conjeturas y a las inducciones reconducirán
todos los memoriales a un mismo esquema argumentativo. 

Es obvio que este discurso no es, sino, el fiel reflejo de la literatura jurídi-
ca de la época. Existe una gran conexión entre esta realidad y la del foro. El
hecho de que los autores del siglo XVIII se limitaran a continuar con la tradición
del mos italicus tardío, totalmente estancado desde el siglo anterior, corre en
paralelo a que los abogados continuaran sirviéndose de doctores que escribieron
en los siglos anteriores. Aunque ya no se cultivaran en la misma medida los pri-
mitivos géneros literarios del mos italicus, como eran la lectura o el commenta-
rium —sino que ahora destacaban sobre todo el consilium y las allegationes, las



decisiones y las quaestiones, en donde el autor ofrecía respuesta a todo proble-
ma que se le pudiera plantear a un abogado en la práctica—, a pesar de ello ni la
forma ni el contenido de las alegaciones variaron lo más mínimo. Cierto es que
a estas alturas empezaba a destacar la literatura jurídica a cargo de profesionales
del foro —abogados y jueces—, que escribían para los letrados con un sentido
eminentemente práctico, pero aun así la mayoría de los autores facilitaban —me
atrevo a decir determinaban— la continuidad del método visto, en cuanto que los
abogados encontraban en él un estilo firmemente asentado, gracias al prestigio y
a la seguridad que le concedía su eficacia lograda durante tanto tiempo. Tal y
como se redactaban las alegaciones surtían efecto, de lo contrario se hubieran
modificado.
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